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Estimado/a amigo/a:

Te agradecernos tu interés por la campaña «Jóvenes Con​tra la Intolerancia”. El libro que ahora tienes entre las ma​nos ha nacido de la inquietud de un grupo de Organizacio​nes no Gubernamentales ante el incremento de las actitudes racistas y xenófobas en nuestra sociedad.

Pensamos que una de ¿as claves para evitar el  desarrollo de estas actitudes es llevar a las aulas, a los centros cultura​les y asociaciones juveniles, una discusión en profundidad del tema y enfocarlo positivamente mostrando las ventajas de una  cultura de la diversidad.

Partiendo de este planteamiento, diversos expertas en la materia han elaborado una serie de textos didácticos para su uso por profesores, alumnos, animadores socioculturales y jóvenes en general que configuran la colección de libros «Jóvenes Contra la Intolerancia».

La calidad de este trabajo que aquí te presentarnos es para nosotros altamente satisfactoria y pensamos que puede ser muy útil para llevar a tus clases, asociación o centro cultu​ral, uno de los temas de mayor actualidad.

Nos danzas cuenta que estos textos son solo un primer paso y que el momento realmente importante esta en su uti​lización para el  debate y la dinámica social que tú puedes llevar a cabo. Contamos contigo para ello.

Recibe un cordial salado y nuevamente nuestro agrade​cimiento por tu interés.
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I.
Un problema de nuestro tiempo:

Xenofobia y Racismo.

Juan María Bandrés

1    Un problema de nuestro

                       tiempo:xenofobia y racismo

Deseo agradecer en primer lugar el honor que me hace el Ayuntamiento de Orense al ofrecerme la posibilidad de visitar esta querida tierra gallega en esta oportunidad y para hablar de un problema de tanta actualidad europea como es el ascenso entre nosotros de esa grave enferme​dad social que se llama xenofobia, racismo y discrimina​ción. Gracias, también, a ustedes por su presencia.

1.1 Informe del PE sobre las conclusiones 

         de la comisión de investigación sobre el

         racismo y la xenofobia.

Citando yo llegué al Parlamento Europeo, en enero de 1986, recién ingresadas España y Portugal en las CE, ya los diputados europeos estaban seriamente alarmados por lo que parecía un notable incremento de las actitudes xeno​fóbicas y fascistas, en la Europa Comunitaria por parte de los ciudadanos que podríamos llamar originarios. Y digo que los podríamos llamar originarios porque ¿quién es re​almente autóctono en esta Europa escenario de tantos cru​ces y mezclas a lo largo de su dilatada y complicada his​toria?

Lo cierto es que uno de mis compañeros del Grupo Ver​de (entonces el grupo se llamaba Arco Iris) Fue el ponente del proyecto que fue el precedente de lo que más tarde se​ría la Declaración común firmada el 11 de junio de 1986 en el hemiciclo de Estrasburgo por los Presidentes del Par​lamento Europeo, del Consejo de Ministros de las Comunidades y de los representantes de los estados miembros reunidos en el seno del Consejo y de la Comisión de las Co​munidades Europeas. En la Declaración, las instituciones europeas y también los estados miembros, por separado, se comprometían a luchar contra el racismo, la intoleran​cia y la violencia de que son víctimas personas o grupos de personas por motivos de diferencia racial, religiosa, cul​tural, social o nacional, y a adoptar las medidas adecua​das para ello. El día de la firma, el Parlamento Europeo aprobó una resolución por la que se sancionaba la Decla​ración.

Llegar a esta declaración no fue sencillo. El Parlamen​to, previamente, había acordado, conforme a su regla​mento1 crear una comisión de investigación para que es​tudiara el ascenso del racismo y del fascismo en Europa. Le Pen, el líder de la extrema derecha francesa, interpuso una querella ante el Tribunal de Justicia de la Comunidad, en Luxemburgo. Pretendía que el Tribunal declarara nula la decisión del Parlamento. Afortunadamente el Tribunal lo que declaró improcedente fue la pretensión de Le Pen. El cabeza de fila de la extrema derecha europea tenía, con razón, miedo al resultado de la encuesta. Hoy todavía re​sulta muy valioso releer el informe para analizar el fenó​meno del fascismo y del racismo, estudiar su transfondo ideológico y social y conocer los objetivos y los procedi​mientos de los grupos que han nacido de ellos.

Pese a la perspicacia de la actuación parlamentaria y los aspectos hasta proféticos de nuestro trabajo, no sos​pechábamos los diputados de entonces que en tan sólo unos pocos años el problema iba a adquirir proporciones tan dramáticas como las que ahora contemplamos.

Desde aquel la fecha, el Parlamento Europeo no ha ce​jado. El informe Ford sobre las conclusiones de la Comisión de Investigación del racisrno y la xenofobia de 23 de julio de 1990 y el primer informe De Gucht sobre el respeto de los derechos humanos en la Comunidad de 27 de enero de 1993 son buena prueba de ello.

Realmente no es éste un buen momento para los «otros», para los extranjeros, y lo peor, a mi juicio, es que, incluso, quienes , desde las esferas del poder, luchan con​tra el racismo interiorizan, muchas veces, las tesis de los propios racistas: el mejor modo de evitar actitudes xeno​fóbicas es eliminar su posibilidad. Si no hay extranjeros, no hay protestas. La solución es pues reducir y limitar y hasta, si es posible, impedir la entrada de nuevos flujos de inmigración, sea esta económica o política.

Y esta es, desgraciadamente, la filosofía que inspira en el momento actual las reformas legislativas que se están produciendo en Europa en materia de asilo y refugio y ex​tranjería en general.

1.2 Panorama del racismo en los distintos países de la CE

Veamos de modo muy resumido el panorama del racismo en la Europa Comunitaria, tal como la presenta el Parlamento Europeo en su informe:

Según la encuesta de opinión  efectuada por Euroba​rómetro en 1988 es a los belgas ya los alemanes a quienes más les cuesta vivir con los «otros» y aceptar sus diferen​cias. Pero, como veremos, tampoco los demás países nos libramos de esta lacra.

En Bélgica, la violencia y los abusos raciales no alcan​zan los niveles de Alemania, Francia, el Reino Unido e incluso, Italia. Siete miembros de las «Forces Nouvelles», movimiento  de extrema derecha, recibieron condenas le​ves y condicionales y sólo uno fue condenado a cuatro me​ses de prisión  por haber ejercido una intensa y continua​da violencia física contra inmigrantes. La compensación que recibió una de las familias inmigrantes no alcanzó  ni siquiera a los gastos de traslado a otra zona de la ciudad. Sin embargo un joven norteafricano fue condenado por lla​mar “racista” a un político. En Bélgica llamar «bárbaros» a los inmigrantes no es delito ni falta y es aceptable desde que utilizó este término el propio Ministro del Interior en 1987. Explicó que había utilizado el vocablo en sentido de su etimología griega y debía interpretarse como extranje​ro. Se comprende que en una campaña electoral «Forces Nouvelles» repartiera unos folletos con la frase “Detened a los bárbaros» junto a unos dibujos que representaban a unos árabes.

El número de extranjeros de origen no europeo que vi​ven en Dinamarca es de unos 90.000 de los que aproxima​damente 60.000 son inmigrantes llegados en el decenio de 1960 principalmente de Turquía, el Pakistán y Yugoslavia. Los problemas de racismo en la sociedad danesa comen​zaron a tener importancia en los años 1985-86. Según un sondeo de opinión el 30-35 por 100 de los daneses adultos ve con buenos ojos a los inmigrantes y refugiados. Un 10 por 1OO tiene una actitud muy negativa y el resto tiene y adopta posturas intermedias o carece de opinión. Fracasó el intento de crear un partido llamado «Detener la inmigración». Sin embargo gana adeptos un movimiento xe​nófobo encabezado por un párroco luterano (Rev. Af So​ren Krarup) llamado «Respete cristiano hacia las culturas de los demás» (que deben quedarse donde están).

En la República Federal Alemana no hay una ley espe​cífica contra el racismo. En los últimos cuatro años se ha incrementado de modo alarmante el número de ataques violentos contra extranjeros y ]a policía y la Fiscalía del Es​tado siguen siendo reacias a actuar contra la violencia de origen racial o a admitir el racismo como motivación. E! odio fanático a los extranjeros de algunas minorías les ha conducido a acciones también fanáticas. Se han produci​do asesinatos e incendios de viviendas ocupadas por ex​tranjeros. La población turca que asciende a 1,5 millones de personas es, probablemente, la que se lleva la peor par​te de] acoso. Otro grupo que sigue padeciendo una notable discriminación es el grupo gitano que cuenta en Ale​mania con unas 60.000 personas (los nazis exterminaron a más de medio millón). Según un sondeo de opinión, el 75 por 100 de los alemanes entiende que hay demasiados extranjeros, el 69 por 100 opina que los solicitantes de asi​lo se están aprovechando injustamente del sistema de bie​nestar social y el 93 por 100 es partidario de reducir el nú​mero de los llamados «refugiados económicos». El odio racial contra africanos o asiáticos es compartido por el 20 por 100 de los encuestados.

Grecia presume de ser más bien xenófila que xenófo​ba.

 Existen leyes para combatir la discriminación. Sin em​bargo en los últimos tiempos se han producido disturbios en la Tracia occidental entre cristianos ortodoxos y mu​sulmanes. En cuanto a los gitanos griegos, los intentos de asimilación no han tenido éxito y la mayoría sigue vivien​do al margen de la sociedad griega. El número de extran​jeros no comunitarios no pasa de unos 35.000.

En Francia en los cuatro últimos años han sido asesi​nados más de 20 extranjeros, casi todos eran norteafrica​nos o ciudadanos franceses de origen norteafricano. La motivación racista parece la más probable. En uno de es​tos casos, seis jóvenes franceses mataron a patadas a un tunecino padre de cinco hijos. El oficial de policía que los detuvo afirmó que lo que más le chocaba era que no tenían la sensación de haber hecho nada reprobable. El 76 por 100 de las personas entrevistadas tras el asesinato de tres jóvenes norteafricanos, en marzo de 1990, se mostró de acuerdo en que «el comportamiento de algunos de ellos puede justificar las reacciones racistas en su contra». En muchos casos, las sentencias dictadas o las medidas adop​tadas han sido tan leves que la protesta y la rabia resultante entre los inmigrantes se han traducido en la sensación de que no hay justicia para ellos. El «harki», padre del joven que murió a causa de ti-es disparos que le hicieron a corta distancia y por la espalda, que había sido condecorado repetidas veces por sus servicios en el ejército francés, reali​zó una larga huelga de hambre, en Marsella, para protes​tar por la liberación del policía autor de los disparos, acor​dada por el Juez. contra la opinión del Fiscal. En otro caso, un policía que había matado a un joven norteafricano fue condenado a 10 meses de prisión, cuatro de los cuales que​daron en suspenso, aunque su propio abogado defensor ha​bía pedido dos años sin libertad condicional. Otro rasgo del racismo francés es el antisemitismo Como ustedes recor​darán un ex diputado del FE, del Partido de Le Pen, (C. Au​tant Lara) llegó a lamentar públicamente que los nazis no hubieran exterminado a la Sra. Veil, ex presidenta del PE y actual ministra del gobierno francés. En todo caso entre el 73 y el 81 por 100 de los franceses cree que el Front Na​tional es un partido racista, un 76 por 100 lo considera in​capaz de gobernar y para el 72 por 100 es un riesgo para la democracia. No obstante un 31 por 100 coincidía con lo que Le Pen opinaba en materia de inmigración y el 18 por 100 le gustaría verlo como nuevo «ministro de inmigra​ción».

Irlanda, cuya población de no nacionales de la CE, as​ciende tan solo a unas 18.000 personas, es un país que se ha visto, hasta ahora, notablemente libre de estos pro​blemas. El número de casos conocidos de acoso o violen​cia racista es muy pequeño en comparación con los otros países.

Italia aparecía hasta hace poco como un país no xenó​fobo. Pero a finales de febrero de 1990, unas doscientas personas enmascaradas y provistas de bates de béisbol y barras de hierro, organizaron en el centro de Florencia un ataque a negros y gitanos, muchos de los cuales resultaron heridos de gravedad.

Mientras sectores católicos, incluido el propio Papa, abogaban por la tolerancia, otros alimentaban las tensio​nes. El arzobispo de Rávena afirmó que Europa llevaba 10 años «islamizándose» y que Italia corría el riesgo de «li​banizarse» debido a la incapacidad de vivir juntas perso​nas de distintas culturas, religiones y razas. El número de inmigrantes ilegales en Italia se estima en un millón y me​dio de personas. En el norte, donde avanza la Liga Lom​barda, se ha leído en un campo de fútbol, con ocasión de un partido contra el Nápoles, un cartel que decía: «Hitler haz con los napolitanos lo que hiciste con los judíos”.

Luxemburgo, aunque tiene el porcentaje más alto de ex​tranjeros (el 30 por 100 aproximadamente), alrededor del 90 por 100 de ellos son de origen comunitario, sobre todo portugueses, italianos y franceses. Los grupos más impor​tantes no europeos son los procedentes de Cabo Verde —afroportugueses— y los iraníes. En total unos 1.500. Los incidentes racistas son prácticamente desconocidos en Luxemburgo.

En los Países Bajos la población perteneciente a mino​rías étnicas supone un 5 por 100 de la población total. En comparación con Alemania, Francia o el Reino Unido, Ho​landa, el racismo y la discriminación adoptan formas me​nos agresivas, pero, por ejemplo en materia de desempleo la tasa media de los extranjeros parados es tres veces su​perior a la que se registra entre los nacionales neerlande​ses.

Portugal es famoso por haber recibido un legado mix​to desde el punto de vista cultural y étnico, por haber es​tado muy abierto a los matrimonios interraciales y por el hecho de que sus leyes, tradicionalmente, suponen una gran protección contra el racismo y la discriminación. Sin embargo, en los últimos tiempos tampoco se ha librado de la violencia racista. Se han producido incidentes de bru​talidad policial y en los últimos años han aparecido los «ca​bezas rapadas» que atacan a negros e indios.

En el Reino Unido, durante los últimos cuatro años, se ha registrado una violencia racial sistemática y cada vez más extendida. Se han denunciado ataques contra familias enteras, contra individuos y la discriminación en el empleo yen los institutos de formación del profesorado. En 1989  la policía hizo público que en Londres se producían una media de seis incidentes racistas al día y el Instituto de Es​tudios de la Policía sugirió que la cifra podría ser diez ve​ces mayor, pues muchas víctimas no denunciaban su caso. En la sociedad británica existe un racismo institucionali​zado y las minorías étnicas siguen siendo discriminadas so​bre todo en el sistema judicial, en las oportunidades de em​pleo yen el reclutamiento para la política y el ejército. Hay muy pocos indicios de que el antisemitismo sea un pro​blema grave y hay, también, que señalar que el racismo y la discriminación no se refiere siempre a blancos contra negros. Los asiáticos son también víctimas, a veces, del acoso de los negros y se han producido casos aislados de blancos víctimas de acciones de negros o asiáticos.

Finalmente, en España hay que reconocer que la Cons​titución, la Ley de Extranjería y el propio Código Penal pro​claman el respeto a los derechos humanos fundamentales de los extranjeros. Sin embargo ya en 1987, Cáritas Espa​ñola publicó un documento señalando que en España exis​tía un preocupante nivel de racismo. Ese mismo año, una encuesta de opinión declaró que los españoles se creían más racistas de lo que realmente eran. Se señalaba que, aparte de negros y gitanos, los latinoamericanos y filipinos apenas se quejaban de prácticas racistas. Ciertamente, los africanos son quienes reciben peor trato en España y el se​gundo más discriminado es el de los gitanos. Estos últimos ascienden en España a unos 500.000. Como a ¡os negros en los Estados Unidos, se les aprecia mucho en los am​bientes artísticos. Se aprecia su música y su baile. Sus pro​blemas empiezan cuando dejan el escenario y tratan de in​tegrarse en la sociedad. En Lérida, como nadie quería alquilar viviendas a los trabajadores negros, éstos tuvieron que vivir en cabañas de madera sin ningún servicio y has​ta en una antigua pocilga. Las quejas de racismo presen​tadas ante la policía no surtieron efecto alguno. En una zona industrial de Barcelona, 600 marroquíes padecían una situación parecida. Como carecían de permiso de tra​bajo no se atrevían a quejarse. Son conocidos los incendios de casas de gitanos en Andalucía y en Ciudad Real. En esta última provincia, un grupo de familias gitanas tuvieron que dormir en tiendas de campaña facilitadas por la Cruz Roja bajo la protección de la Guardia Civil. Poco después de este incidente, dos terceras partes de los oyentes de un pro​grama de radio admitieron que eran racistas. En Barcelo​na y Madrid ha habido casos de niños gitanos a los que se ha impedido acudir a la escuela y el Tribunal Supremo con​firmé en 1988 una sentencia que condenaba al Ayunta​miento de Madrid por continuas prácticas de racismo con​tra gitanos.

1.2 Incremento de la Inmigración 

        y deterioro de los derechos humanos.
Muchos se preguntan, de buena fe, si ante el creci​miento de inmigrantes, ante la «oleada» de refugiados e in​migrantes económicos, no va a deteriorarse el nivel de los derechos humanos en nuestras sociedades.

Por lo que respecta a España, no contamos con esta​dísticas muy fiables, pero se estima que los residentes le​gales en nuestro país alcanzan la cifra de unos 400.000 y los ilegales unos 200.000, después de la última regulariza​ción de 109.000 trabajadores que carecían de aquella con​dición. El Instituto Nacional de Estadística ha rebajado re​cientemente en más dc 150.000 el número de los legales computado por el Ministerio de lnterior; debido a datos re​petidos y otras irregularidades en los Registros.

La situación española no es comparable, pues, a la ci​fra de otros países como Alemania, Francia y EE.UU., por ejemplo. La cifra de inmigrantes y refugiados en España representa el 1,1 por 100 de la población, mientras en otros países europeos —y mucho más en Norteamérica— osci​lan entre el 6 por 100. España es, pues, uno de los países europeos con menor problema pese a la tendencia creciente, pero no extraordinaria, del flujo migratorio. Nues​tra capacidad de solidaridad todavía no se ha puesto ver​daderamente a prueba.

Es cierto que en algunos países —Alemania y, en cier​to modo, también Francia pueden ponerse como ejemplo— la presencia de extranjeros ha coincidido, o ha sido el pre​texto, para un nivel de conflictividad preocupante, pero para ser justos, debemos tener en cuenta que la culpa en modo alguno la tienen los extranjeros y hay que estar aten​tos a otras razones y circunstancias como el renacimiento de ideologías fascistas y, en consecuencia, xenófobas, como las estudiadas por el Parlamento Europeo, la aparición de nacionalismos exacerbados, la crisis económica, las ele​vadas tasas de empleo, la inexistencia de políticas de inte​gración adecuadas, etcétera.

Estamos obligados a considerar que el hecho de que mi​llones y millones de ciudadanos, con idénticos derechos a los nuestros, se vean obligados a abandonar sus países re​vela la existencia de un orden internacional injusto, un re​parto disparatado de los bienes y un deterioro profundo de los derechos humanos.

Frente a una inmigración desordenada y una situación en que cada país receptor hace una política interna “pe​queña” y, a veces mezquina, es necesario programar la inmi​gración y el refugio  en ámbitos más amplios: comunidad europea y comunidad Internacional . El problema es de dimensión mundial y las políticas que se están arbi​trando son excesivamente nacionales, autodefensivas, policiales y represivas. Yo daría, en esta materia, mayor pa​pel a los Parlamentos —sin olvidar el Parlamento Europeo, la mayor concentración democrática del mundo y la más  comprensiva con este problema— y menor a los Ministros de Interior.


Creo que ese lenguaje de « oleadas o « invasiones» u otras expresiones por el estilo habría que evitarlo. En realidad responden a  un discurso oficial que pretende justificar políticas represivas más que a una realidad ob​jetiva.

Nunca he creído que los africanos lleguen a invadir la Península Ibérica y Europa a bordo de pateras... Lo que me preocupa es que en África haya miles de jóvenes dis​puestos a dejar su vida en el Estrecho, si es preciso, antes que morir de hambre en su propio país. Lo que me preo​cupa es que se ahoguen, entre el Mediterráneo y el Atlán​tico, buscando la tierra de promisión. Eso es lo que yo creo que debiera quitar el sueño a los dirigentes políticos de Eu​ropa.

Lo que les debiera quitar el sueño es leer en la prensa noticias como la que nos dice que en la ciudad angoleña de Cuito, sus habitantes, atrapados entre las tropas gubernamentales y las fuerzas rebeldes de la Unión Nacional se hayan visto obligados a practicar el canibalismo para sobrevivir «No había comida, no había nada, la gente no tenía nada más para comer Tuvieron que hacerlo», dijo uno de los miembros de una organización humanitaria, al des​cender del avión en Lisboa.

Lo que ocurre es que:
Los países ricos multiplican su renta y los pobres no experimentan ningún progreso.

Los datos que nos da la UNICEF en su ”Estado Mun​dial de la lnfancia 

1993» son muy expresivos. Es cierto que, desgraciadamente, las diferencias  entre el mundo desa​rrollado y el que,  con cierta hipocresía, llamamos en vías de desarrollo, aumenta en lugar de disminuir. Pero lo peor es que incluso en los países, pobres o ricos, que crecen económicamente, ese progreso no asegura siempre la satisfacción de las necesidades básicas de toda la población.

Hay que pensar que, por ejemplo, en América Latina

en los años finales de la década de los ochenta y primeros

de los noventa, el PlB ha experimentado un incremento anual del 3 por 1OO. Pero en un país, rico en recursos na​turales, como es el Brasil, los ingresos del 20 por 100 más rico de la población es 33 veces superior al del 2 por 100 más pobre y de ese modo el reparto de los beneficios de este crecimiento es tan desigual que favorece muy poco o nada en absoluto a los más pobres.

Como insiste la UNICEF, la relación entre reforma económico y satisfacción de las ne​cesidades básicas no es automática eco​nómica, crecimiento. La economía de mer​cado no constituye una panacea para el  progreso social.

Son necesarias políticas gubernamentales, en el plano internacional, no sólo para promover el crecimiento, sino también para que éste redunde en unas mejores condicio​nes de vida para los países y los grupos sociales menos fa​vorecidos.

Algo de esto se está haciendo, por ejemplo, desde la Comunidad Europea, cuya política es la que mejor co​nozco, pero todavía no se ha tocado techo ni mucho me​nos.

1.3
¿ Crece el fascismo también entre

           nosotros?  

No lo se, pero me preocupa que en España, cuya ca​pacidad de recibir extranjeros no está saturada, como an​tes hemos indicado, un 20 por 100 votaría a un partido —pienso que necesariamente parafascista— que prohibiera la entrada de inmigrantes y que el 51,4 de nuestros con​ciudadanos cree que los extranjeros quitan puestos de tra​bajo a los españoles.

           La solidaridad no pasa por su mejor momento. Por eso entiendo que organizaciones como CEAR —Comisión Española de Ayuda al Refugiado— y otras con objetivos si​milares, no pueden conformarse con dispensar asistencia jurídica y social a los refugiados. Tienen la obligación de concienciar a la sociedad para que se dé cuenta de que en base de los movimientos migratorios está la idea funda​mental de que el mundo entero es patrimonio de toda humanidad y que cuando un «desgraciado» se atreve a querer vivir y trabajar entre nosotros no hace otra cosa que ejercitar su derecho fundamental y primario a la libre cir​culación de los seres humanos. ¿Quiénes somos nosotros para poner barreras al mundo?

Soy consciente de que estas ideas pueden ser hetero​doxas desde el punto de vista del derecho internacional convencional, pero entiendo, también, que en ésta, como en otras materias, es preciso golpear las fronteras del de​recho positivo para ampliarlo y «humanizarlo» y que en todo lo que se relaciona con los derechos humanos, la uto​pía no sólo es posible sino necesaria.

Jueces para la Democracia, en su reciente VIII Con​greso, ante la problemática planteada por la inmigración, señala que el Poder Judicial, ante este problema, no pue​de ser un mero autómata aplicador de la ley en su literali​dad. España es un estado social y democrático de derecho yen ello ha de fundamentarse la actitud de los jueces. Los órganos judiciales no deben plantearse la búsqueda de una legitimación de origen sino de ejercicio. En esta legitima​ción es donde reside la garantía de los derechos de las mi​norías frente a las normas discriminadoras de las mayo​rías

1.5 Reforma de las leyes de asilo europeas.

Europa cierra fronteras. No es ese el propósito de la construcción europea, pero muchas de las conferencias de Ministros del Interior, de las que, por cierto, no se rinden cuentas democráticas ni ante el Parlamento Europeo ni ante los parlamentos nacionales tienen, en la práctica, ese efecto.

La última normativa alemana sobre el asilo ha su​puesto, nada menos, que la reforma del artículo 16 de la Constitución y supone esencialmente tina restricción del derecho de asilo en aquel país, el más generoso, hasta aho​ra, en la aceptación de extranjeros.

En Alemania no podrán pedir asilo quienes provengan de un tercer país seguro, de un país comunitario o de un país de procedencia en el que no exista persecución polí​tica. Quiere decir que Alemania expulsará a todo el que ven​ga de cualquiera de los países limítrofes. Como ha dicho alguien con sentido del humor, en Alemania sólo se podrá pedir asilo desde el aire.

En Francia también la nueva normativa restringe el derecho de asilo. En principio, facultaba a los prefectos para expulsar a los demandantes de asilo, en las fronte​ras, el primer país de acogida. El Consejo Constitucio​nal ha suavizado ci precepto, garantizando el derecho de los solicitantes a recurrir a la OPFRA (Oficina de Refu​giados).

Esta cuestión ha planteado un debate en Francia. ¿Este derecho al recurso es contrario al tratado de Schengen? ¿Es precisa una reforma de la Constitución? La solución to​davía no ha sido dada.

En cuanto a la reunión de ministros encargados de la inmigración de junio pasado, los temas tratados fue​ron: reagrupación familiar, controles policiales y expul​siones. Tres cuestiones, como se ve, de la mayor impor​tancia.

Es de lamentar el secreto y el sigilo que rodea este tipo de reuniones que, además —como se ha denunciado repetidas veces en el Parlamento Europeo y he indicado más arriba—escapan a todo control parlamentario

Existe un movimiento de organizaciones no guber​namentales en Europa, entre las que se encuentra CEAR, para presionar a los gobiernos para que respeten los derechos  de la familia reconocidos en las Constituciones y los Convenios Internacionales. Confiamos en movilizar ​un número suficiente de parlamentarios y, desde Iue​go, a la opinión pública, en favor de este derecho funda​mental.

En cuanto a las expulsiones nos tememos lo peor. Se perfeccionan los medios técnicos: informática, vehículos rápidos, helicópteros, etcétera, al servicio de la policía. En cambio no se acentúan los mecanismos de control de le​galidad de ese tipo de medidas.

Nos duele que estas medidas tendrán solamente por ob​jeto determinadas minorías: negros y árabes, por ejemplo, y, desde luego se aplicarán a los pobres, jamás a los ricos. Y podrán atentar a derechos fundamentales. Pensamos en quienes hayan adquirido su residencia por vía del matri​monio. Pensamos en los domicilios que a veces son, ade​más, lugares de trabajo. Pensamos en las detenciones y “re​tenciones”, en el argot policial, los eventuales malos tratos, la falta de control judicial... El respeto a la Convención Eu​ropea para la protección de los Derechos y Libertades Fun​damentales puede estar en peligro.

Estas expulsiones, por otro lado, cuando no se ha en​trado en el fondo de los motivos alegados o no se han po​dido presentar las pruebas de la persecución, pueden de​terminar que al producirse la vuelta obligatoria al país de origen, el solicitante del asilo pueda perder la vida, la libertad o su derecho a la integridad física o psíquica. Este es el peligro de los procedimientos de expulsión rá​pidos o sumarios que ahora parecen ponerse de moda en Europa.
1.6 El proyecto español de reforma de la 

          Ley de Asilo y Refugio

Contrariamente al eslogan, España no es diferente. El primer proyecto enviado por el Gobierno a las Cortes Ge​nerales mejoré notablemente tras su paso por el Congre​so, gracias a algunos Grupos Parlamentarios con los que colaboró ACNUR, CEAR y otras organizaciones no guber​namentales.

Ahora el Gobierno ha enviado al Parlamento, como proyecto, el texto que fue aprobado en el Congreso y que no pudo sufrir reformas en el Senado a causa de la disolución de las Cortes Generales en pleno proceso de gestación le​gislativa.

En la legalidad actual, el derecho de asilo-refugio comprende el derecho a pedirlo, el derecho a que la pe​tición sea admitida a trámite y el derecho a permane​cer en territorio nacional mientras se tramita la solici​tud.

Nos preocupa que el proyecto introduce un procedi​miento abreviado que podría conducir a la no admisión a trámite de la petición. Nosotros estamos contra este tipo de trámites acelerados, precipitados, rodeados dc escasas y frágiles garantías, durante los que el solicitante perma​nece, mientras se produce la decisión administrativa, en dependencias fronterizas de carácter policial, privado de «libertad deambulatoría» (es decir, detenido conforme a la doctrina del Tribunal Constitucional), sin control judicial y, posiblemente, sin asistencia letrada. Creo que es nece​sario trabajar para reformarlo.

Con la legalidad actual, el solicitante al que se deniega el asilo se le exime del requisito de visado de residencia y se le da acceso a la legalización de su situación al amparo de la ley de extranjería.

Ahora, en el proyecto, desaparece la posibilidad, salvo motivos de interés público o la concurrencia de razones hu​manitarias.

En todo caso el proyecto está en trámite parlamentario ​y hay que mantener la esperanza de que pueda ser me​jorado.

1.7. Conclusión

Como hemos podido observar en este breve y, forzosa​mente, superficial recorrido por la situación actual de los derechos de los extranjeros, en Europa y en España, el pa​norama no es muy alentador.

Si embargo, la situación económica y política, muchas veces entremezclada y mutuamente condicionada, en mu​chas regiones del mundo (¿se conoce algún país en el que las graves injusticias sociales y económicas no se corres​pondan a, también, graves deficiencias de orden demo​crático?) sigue generando multitudes necesitadas de hallar tierras de asilo —ya que no de promisión— en las que pue​dan hacer realidad su derecho a la vida, al trabajo, a la li​bertad, a la seguridad y al desarrollo económico y ello sin discriminación alguna por razones de sexo, raza, color, len​gua, religión, opinión, origen, pertenencia a una minoría, fortuna, o nacimiento.

Afortunadamente hay mucha gente dispuesta a traba​jar por ello. En España, «Jóvenes contra la intolerancia» es un hermoso ejemplo (su lema es «una sola raza: la raza humana»). Queda todavía mucha gente que, como Eins​tein, piensa que «ante la vida cotidiana no es necesario re​flexionar demasiado: estamos para los demás. Ante todo para aquellos de cuya sonrisa y bienestar depende nuestra felicidad; pero también para tantos desconocidos a cuyo destino nos vincula nuestra misma condición humana... Siento que debo esforzarme por dar en la misma medida en que he recibido y sigo recibiendo».

Si no podemos ser tan sabios como Einstein, vamos a procurar ser, al menos, tan humanos como él.

II. Marco legal contra

el racismo en Europa.

Diego López Garrido

2  Marco legal

contra el racismo en Europa

2.1 Marco legal español relativo a la no

        discriminación por motivo de raza o xenofobia

Nuestra Constitución va a constituir el primer y mas importante parámetro contra la discriminación racial, al prohibirlo taxativamente en su artículo 14 de la CE en los términos siguientes:

“los españoles son iguales ante la ley sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de raza.., o cualquier otra condición..

Si bien es claro que queda prohibida la discriminación racial, apriorísticamente se va a circunscribir sólo a las ra​zas, que tengan como denominador común la nacionali​dad española, es decir, en España afectaría principalmen​te a los gitanos, y a aquellas otras minorías hispanas y africanas que tengan la nacionalidad española. Esta es la tesis generalizada en la doctrina jurídica, aunque dada la interpretación de otros derechos fundamentales como es el caso de! artículo 19 del TS y TC, habremos de descon​fiar de las apariencias en cuanto al término de «españo​les», en especia! las STS deI 25 de junio y 3 de julio dc 1980. 

      El primer problema queda planteado en cuanto a si los extranjeros son titulares del principio de igualdad, y beneficiarse así de las prohibiciones de discriminaciones recogidas en el contexto del articulo 14 de la CE. El ar​gumento decisivo lo constituye el artículo 13.1 al mani​festar que los extranjeros son también titulares de los de​rechos fundamentales del Título I, incluido el artículo 14, aunque luego el legislador pueda tamizar, adaptar o con​figurar tal derecho, pero respetando su contenido esen​cial. Aunque se afirme que los extranjeros gozan de tal derecho, es decir, de la no discriminación racial, no nos va a decir si el contenido de tal derecho protege la no dis​criminación por razón de nacionalidad o de carácter xe​nófobo, por consiguiente, si existe una protección cons​titucional que cubra las discriminaciones contra extranjeros sin el componente étnico de la raza. Esta pro​tección jurídica también quedaría garantizada en nues​tra Constitución si tenemos en cuenta que el artículo 14 contiene una cláusula residual para posibles discrimina​ciones que no son descritas en tal artículo, pero que por esta vía la tesis de la prohibición de la discriminación por razón de nacionalidad se va a ver corroborada a través de los textos internacionales. El articulo 96.1 otorga rango superior a los tratados en el ordenamiento, hablándose en la doctrina de supremacía de los tratados sobre las dis​posiciones internas o rango cuasiconstitucional. Además, supone también una vía de eficacia interpretativa por via del artículo 10.3 produciéndose la constitucionalización de los tratados internacionales sobre derechos humanos, o incluso de la jurisprudencia del Tribunal Europeo de de​rechos humanos. Así, entre los tratados internacionales cabe destacar en primer lugar, la Declaración Universal de Derechos Humanos del 10 de diciembre de 1948, adop​tada en la 183 Asamblea General de la ONU, de la que Es​paña es parte desde 1955, al establecer en su artículo 1 que:

“todos los seres nacen libres e iguales en dignidad y dere​chos”

y en su artículo 2.1 reitera que no cabe distinción de raza, origen nacional o social.

En segundo lugar se encuentra el pacto internacional de derechos civiles y políticos aprobada en Nueva York, el 19 de diciembre de 1966, y ratificado por España el 27 de   abril de 1977, que recoge en su artículo 2.1:

“que el estado garantiza a los individuos que se encuentren en su territorio, los derechos reconocidos, sin distinción alguna de raza., origen nacional o social”

o el  articulo 26 al prohibir también toda discriminación por motivo de raza u origen nacional.

En tercer lugar destaca el CEDH hecho en Roma el 4 de noviembre de 1950, al reconocer en su artículo 14 que el goce de los derechos y libertades reconocidos ha de ser asegurado sin distinción alguna de raza y origen social.

Pero sin duda, el convenio internacional más impor​tante que España ha firmado al respecto, es el Convenio Internacional sobre eliminación de todas las formas de discriminación racial de 21 de diciembre de 1965. sobre este convenio es de interés todo su articulado, por lo que no voy a hacer una transcripción del mismo remitiéndo​me a él.

Otros convenios internacionales de interés sobre el tema y aprobados por España son:

•
El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Social y Cultural del 19 de diciembre de 1966, ratificado el 27 dc abril de 1977, en especial su artículo 13.

•
El Convenio relativo al Estatuto Jurídico del Tra​bajador Migrante, hecho en Estrasburgo el 24 de noviem​bre de 1977 y ratificado por España el 6 de mayo de 1980.

•
Convenio de 25 de diciembre de 1926 relativo a la esclavitud.

•
Convenio de la UNESCO relativo a la lucha contra la discriminación en la esfera de la enseñanza del 14 de di​ciembre de 1960, ratificado el 20 de agosto de 1969.

•
El Convenio Internacional sobre el Estatuto del Refugiado de 28 de julio de 1951 y su protocolo de 31 de ene​ro de 1967.

En nuestra Constitución no sólo no se admite ninguna forma de discriminación, sino que el 9.2 del mismo texto expone que:

“....corresponde a los poderes públicos promover las condi​ciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de gru​pos sean reales y efectivas...”

Con ello, la corrección de las desigualdades de las minorias étnicas y nacionales constituye uno de los valores superiores de nuestro ordenamiento jurídico. Además, el artículo 13 establece, como hemos señalado con anterio​ridad, que los extranjeros gozarán de los derechos funda​mentales del Título I en los términos de la Ley y el Trata​do. Pese a la aparente remisión a las normas internas, todos los derechos fundamentales están redactados de tal forma que su contenido se refiere a nacionales y a extran​jeros, excepto los artículos 14, 23 y 19. La CE parte de la identidad esencial de la persona humana, con indepen​dencia de su nacionalidad. En tal sentido, es muy signifi​cativo el artículo 10.1 de la CE:

“la dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo de la personalidad son fun​damentos del orden político y de la paz social,”

Otras medidas constitucionales que podemos concre​tar aunque no de forma directa, son aquellos derechos fun​damentales que tienen una incidencia muy cercana a las discriminaciones racistas y xenófobas. Uno de ellos es el articulo 18, relativo al derecho dcl honor, que juega con ca​rácter limitativo del artículo 20.1 y desarrollada por la Ley 1/82 de protección del honor, pero también de aquellas dis​criminaciones racistas que provengan del ejercicio de la li​bertad de expresión, como ha puesto de manifiesto la sen​tencia 214 de 11 de noviembre de TC. En esta sentencia, nuestro más alto tribunal reconoce la violación del dere​cho del honor que motivaron las declaraciones a la revis​ta Tiempo del Sr. Degrell, ex-jefe de la SS en relación a la actuación nazi con los judíos. Como dice el TC, ni la li​bertad de manifestación, ni la libertad de expresión de campañas racistas o xenófobas amparan el carácter ilimi​tado de tales derechos, sino que están limitados por otros derechos como es el caso del derecho del honor .Las manifestaciones y expresiones de odio y desprecio a todo un pueblo o etnia son incompatibles con el respeto a la dig​nidad humana.

El derecho del honor resulta lesionado cuando se ofen​de y desprecia a todo un pueblo o raza. En conclusión, ni la libertad ideológica, ni la libertad de expresión pueden amparar expresiones destinadas a menospreciar determi​nados grupos étnicos, de extranjeros o inmigrantes.

Otro derecho que quedaría limitado es el derecho de reunión o manifestación del articulo 21 de la CE y desa​rrollado por Ley 9/83 de 15 de julio, cuando en su artícu​lo 5.e dispone que la autoridad gubernativa suspenderá las reuniones y manifestaciones cuando se hiciera uso de uni​formes paramilitares por los asistentes. Así, toda manifes​tación fascista con un contenido racista y desarrollada de tal forma, podrá ser declarada ilegal, y por tanto, disuelta por la autoridad gubernativa. En un sentido muy similar se va a constituir el articulo 22.5 referente al derecho dc asociación, al prohibir expresamente las asociaciones de carácter paramilitar, que en la mayoría de los casos se afir​man de contenido racista y fascista. Se prohiben, por tan​to, aquellas estructuras organizativas que adopten com​portamiento o signos externos que caracterizan a las organizaciones militares.

En el Código Penal no hay disposición alguna que cas​tigue estas conductas, pero la tipificación de los delitos no distingue entre extranjeros y españoles. Sólo el articulo 137 del CP que castiga el genocidio expresa:

“los que con propósito de destruir total o parcialmente a un grupo nacional, étnico, racial o religioso perpetraran algunos de los actos siguientes castigados:

1.
 Con la pena de reclusión mayor si causasen la muerte, castración, mutilación o lesión grave a algunos dc sus miembros.

2.
Con la pena de reclusión menor, si sometieran al grupo o a cualquiera de sus individuos a condiciones de existencia que pongan en peligro su vida o perturben gravemente su salud.”

2.2
Marco político legal comunitario

contra el fascismo y el racismo
En el campo de la acción comunitaria, no parece que los tratados institucionales contengan una acción o una competencia que afecte a la lucha contra el racismo y el extremismo de la derecha, como tampoco con carácter ge​neral de los derechos humanos.

Por otro lado, la CEE es una organización basada en los principios de la democracia y del respeto de los derechos humanos y libertades fundamentales, como así se afirma en el preámbulo del tratado constitutivo con lo que su violación por cualquier acto comunitario o de los Estados miembros es motivo de ilegalidad y de protección del Tri​bunal de Justicia, que ha reconocido su protección por vía de los principios generales. Por ello, la vinculación de la Co​munidad a los derechos fundamentales tiene consecuencias importantes en el plano de las relaciones raciales.

La más importante regulación de la materia tal vez sea el artículo 7 del TCEE al inscribir uno de los principios fun​damentales del ordenamiento comunitario:

“La prohibición de discriminación por razón de nacionalidad”.

Se trata por tanto de un derecho fundamental deriva​do de una norma escrita significando al respecto que nin​guna norma estatal puede jugar en favor de sus naciona​les, si bien hay que hacer constar que esta norma juega dentro de las competencias de los tratados, es decir, la li​bre circulación de los trabajadores y libre establecimien​to de servicios, aunque algunos autores lo amplían a otros derechos fundamentales como la libre asociación, opinión, expresión, en los que quedarían fuera los derechos políticos. Por otro lado, hay que recordar que el principio de no discriminación por razón de nacionalidad sólo jue​ga respecto de los nacionales miembros de la Comunidad.

Pero el plano de actuación concreto de la Comunidad en materia de racismo y xenofobia se expresa en acciones de carácter político y de investigación del problema.

Dentro de esta acción política destaca la declaración conjunta del Consejo, la Comisión y el Parlamento del 5 de abril de 1977 sobre la protección de los derechos funda​mentales en la Comunidad Europea, al establecer que los derechos fundamentales son parte fundamental del orde​namiento comunitario insertándose como principios ge​nerales del mismo.

A nivel del Consejo y de la Comisión, la acción comu​nitaria se centra en cl problema de los inmigrados, como es la Resolución del Consejo del 9 de febrero de 1976 re​ferente a un programa de acción comunitaria en favor de los trabajadores migrantes y sus familias, o la Resolución del Consejo de 27 de junio de 1980, relativa a orientacio​nes para una política comunitaria del mercado de traba​jo. El Consejo aprueba el 16 de julio de 1985 una Resolu​ción que define la política que se piensa seguir en esta materia. Seguidamente, la Comisión tomó, en virtud del artículo 118, la decisión del 8 de julio de 1985 por la que se establece un procedimiento de notificación previa y de con​sulta sobre las políticas de inmigración frente a países ter​ceros. Decisión que fue impugnada ante el Tribunal de Lu​xemburgo y anulada en parte, reconociendo a la Comisión la competencia para regular la posibilidad de establecer po​líticas migratorias de los trabajadores de terceros estados a través de un procedimiento de consultas.
Importante es destacar en el ámbito comunitario (Parlamento Europeo) la creación de una Comisión de investigación del ascenso del racismo y el fascismo en Europa a iniciativa de 109 diputados que habían for​mulado la propuesta. La Constitución de la Comisión se produce el 25 de octubre de 1984, en el que se decide que su composición no puede superar los 15 miembros y que el informe definitivo debía ser presentado el 30 de junio de 1985.

Dentro de las atribuciones de la Comisión se encuen​tran:

•
El estudio de la expansión de los grupos fascistas y racistas.

•
Las relaciones y los vínculos que existan en estos grupos.

•
El0 examen de los medios empleados por los go​biernos para enfrentarse a estas organizaciones.

•
Los medios para combatirlos.

El informe definitivo de la Comisión de investigación se presenta hacia finales de 1985, con el nombre de «In​forme EVRIGENIS», en homenaje al fallecido parlamen​tario  y ponente de la Comisión, Dimitrio Evrigenis.

En Informe Evrigenis se estructura en cuatro aparta​dos:

•
En un primer apartado se realiza un estudio preli​minar sobre la constitución de la Comisión, forma de rea​lizar el informe, e intenta fijar unas definiciones sobre el fascismo y el racismo.

•
En un segundo bloque analiza cuál es la situación actual en cada país comunitario, así como en otros países y cuáles son sus causas.

• En un tercer apartado se especifican las acciones de la Comunidad contra el fascismo y el racismo.

• Y en último lugar, se exponen unas reflexiones ge​nerales junto con una serie de recomendaciones finali​zando con unas conclusiones.

En este contexto hay que recordar tres Resoluciones del Parlamento Europeo del 14 de febrero de 1985. Posterior​mente, el 11 de junio de 1986 se aprueba la declaración conjunta, quizá la más importante, entre la Comisión, el Parlamento y el Consejo, a iniciativa de la Comisión con​tra el racismo y la xenofobia. En esta misma fecha, el Par​lamento Europeo aprueba una Resolución en la que soli​cita que esta declaración sea conocida en adelante como Declaración Evrigenis y recordando otras dos resoluciones de enero de 1986 sobre el recrudecimiento del racismo y del fascismo. El 22 de junio de 1988 la Comisión aprobó un proyecto de resolución del Consejo sobre la lucha con​tra el racismo y la xenofobia, en la que propone que se me​jore la legislación vigente sobre igualdad de derechos para todos los ciudadanos, así como que se posibilite qué gru​pos y asociaciones se personen como parte demandante en casos de discriminación, además de hacer propuestas en la esfera de la información, enseñanza, sensibilización de los ciudadanos nacionales y desarrollo de la enseñanza de la lengua materna y cultura de origen, propuestas todas ellas que ya se contienen en el informe Evrigenis. El Par​lamento Europeo la aprueba en febrero de 1989.

El Consejo, también el 24 de mayo de 1988, y los Mi​nistros de Educación aprobaron una Resolución sobre la dimensión europea de la educación, donde se expresa el compromiso de facilitar una experiencia de integración eu​ropea y de las realidades de la vida en otros países euro​peos, pero, a nivel educativo, la más importante decisión se basa en la Directiva de 1977 sobre la escolarización de los hijos de los trabajadores migrantes, del 2 de agosto. Se​gún un informe presentado el 3 de enero de 1989 sobre la aplicación de esta directiva, los resultados son muy poco satisfactorios, pues sólo Alemania y los Países Bajos han adoptado medidas suficientes para la enseñanza de los idiomas y culturas de origen de los hijos de los trabajado​res migrantes. En otros Estados la medida ha sido igno​rada.

Sobre las medidas adoptadas por el Parlamento ya se han citado algunas, pero, a raíz de la declaración conjun​ta de 1986, el Parlamento Europeo no ha dejado de apro​vechar cualquier oportunidad para denunciar las mani​festaciones de racismo.

Cabe destacar una declaración del 15 de junio de 1988, en la que solicita un simposio público sobre el racismo en Europa y recordar a los Estados las medidas adoptadas para aplicar la declaración común de 1986. En la Resolu​ción se piden, tanto medidas preventivas, mediante la edu​cación, la información y promoción intercultural, como re​presivas mediante la legislación. Otra resolución del Parlamento de importancia es la del 16 de mayo de 1989 por la que se aprueba la declaración de los derechos y li​bertades fundamentales. Dentro de sus 28 artículos cabe destacar el articulo 3.2, que prohíbe toda discriminación por razón de la raza, origen nacional o cualquier perte​nencia a una minoría nacional, nacimiento o cualquier otra condición. En especial el artículo 3.3 prohíbe toda discri​minación entre los ciudadanos europeos por razón de na​cionalidad. En septiembre de 1989 el Parlamento Europeo seguía sin estar satisfecho con las medidas adoptadas por la Comisión, ci Consejo, y los Estados miembros para apli​car la declaración común de 1986. Esto lleva como conse​cuencia que el Parlamento Europeo estableciera una nue​va Comisión de investigación del racismo y la xenofobia, cuya composición se aprobó el 27 de octubre de 1989 y cuya misión principal era elaborar un informe más amplio que el Informe Evrigenis, que incluyera un balance de la aplicación de la declaración conjunta, y en la que se pedía una actualización de dicho informe, pues, desde 1985, la situación se había modificado radicalmente en algunos Es​tados miembros y además, era necesario incluyeran dicho informe a España y Portugal, que no formaban parte de la Comunidad. Tampoco el informe de 1985 pudo tener en cuenta el Acta Única Europea, ni los proyectos encamina​das hacia la apertura de las fronteras interiores 1992/1993. El informe se aprueba en octubre de 1990, mediante dos resoluciones sobre racismo y xenofobia. En la primera se pide a la Comisión, al Consejo y a los Ministros de Asun​tos Exteriores, reunidos en el marco de la cooperación política, y a los Gobiernos de los Estados miembros, que es​tudien las recomendaciones del informe y lo difundan ampliamente en los Estados miembros. En la segunda re​solución se aprueban las medidas contenidas, estimando que es la solución para una acción en profundidad sobre el empleo, la vivienda, la educación y el desarrollo de una convivencia más armoniosa. El informe, de aquí en ade​lante, se llamará informe Ford, debido a que el presiden​te de la comisión de investigación que lleva a cabo este in​forme se llama James G. Ford. En cuanto a su estructura formal lleva un estudio igual que el anterior, dividiéndose en tres partes principalmente:

• En una primera se hace un estudio pormenorizado de cada país comunitario, de cuál ha sido la evolución so​cial de la materia, mediante la creación y el surgimiento de nuevas organizaciones y sentimientos sociales racistas o xenófobos, seguido a continuación de cuáles han sido las políticas dirigidas de los países contra estos movimientos.

• En una segunda parte se analiza cuál ha sido la ac​ción comunitaria tras el Informe Evrigenis de 1985 y la de​claración conjunta de 1985, a la que las instituciones co​munitarias no han prestado atención suficiente. A continuación se hace mención de cuáles han sido las líne​as políticas en las estructuras intergubernamentales.

• En tercer lugar se resumen las conclusiones del in​forme así como las recomendaciones, siendo esta parte la que en síntesis se puede considerar más importante pues en ella se contienen 77 recomendaciones dirigidas a todas las instituciones comunitarias.

  *   13 al Parlamento Europeo.

*
30 a la Comisión de las Comunidades Europeas.

*
7 al Consejo de la Comunidad.

*
24 a los Estados miembros.

*
3 a los Ministros de Asuntos Exteriores reunidos en el marco de la cooperación política.

En cuanto al Parlamento Europeo, se dispone que el in​forme tenga una continuación instándose a la Comisión de asuntos jurídicos y de derecho de los ciudadanos, aña​diendo a su responsabilidad, la de todas las cuestiones re​lativas a la lucha contra el racismo y la xenofobia, reco​mendándose la creación, dentro de esta Comisión, de una subcomisión que se ocupe específicamente sobre el tema, dado el volumen de trabajo de dicha Comisión.

Además se recuerda el compromiso de celebrar al me​nos un debate durante cada período de sesiones.

A la Comisión de Comunidades: se encarga a su presi​dente elaborar un informe anual sobre el estado de la cues​tión. Se le encarga llevar una campaña de información para publicar las medidas destinadas a combatir el racismo y la xenofobia y promover una mayor conciencia de la Comu​nidad sobre los peligros que representa el racismo y la xe​nofobia. Además, prevé la necesidad de aprobar una di​rectiva que coordine la legislación a escala comunitaria, para extender el mismo nivel de protección a todos los que residan en la Comunidad. Se recomienda, por otro lado, la firma de convenios internacionales en el ámbito de la lu​cha contra el racismo y la xenofobia.

Al Consejo de la Comunidad: se le aconseja igual que a la Comisión la firma de todos los convenios sobre el tema. Pide que se apruebe por el Consejo una declaración com​plementaria a la realizada el 29 de mayo de 1990, que pro​teja explícitamente a los inmigrantes de la Comunidad pro​cedentes de terceros países, recordando en el último lugar que la directiva del Consejo 77/486/CEE aún no ha sido aplicada en todos los Estados miembros.

A los Estados miembros: insta a Irlanda en concreto para que firme la Convención de Naciones Unidas sobre eliminación de todas las formas de discriminación racial, por ser el único país comunitario que todavía no la ha fir​mado. Recurra la reducción de los países administrativos para la regularización de las situaciones de los inmigran​tes. Denuncia que en materia de armonización de normas de asilo, y supresión de fronteras internas, los Estados miembros saquen esas cuestiones de] foro Comunitario en grupos como el de Trevi o el grupo ad hoc sobre inmigra​ción. Se aconseja que los Estados miembros permitan el derecho de voto a los inmigrantes como una forma de in​tegración en la Comunidad.

En noviembre de 1990, el Parlamento Europeo aprue​ba dicho informe mediante dos resoluciones, pidiendo a los Estados miembros que estudien las recomendaciones con​tenidas en el informe.

El Consejo Europeo reunido en Maastricht el 9 y el 10 de diciembre de 1991, que llega al acuerdo del Tratado de la Unión, aprueba una declaración sobre el racismo y la xenofobia subrayando las obligaciones internacionales que los Estados miembros se habían comprometido a cumplir en el marco de las Naciones Unidas, recordando una vez más la declaración conjunta de 1986 y la decla​ración del Consejo de Dublín el 26 de junio de 1990. Re​clama que las políticas de la Comunidad y sus Estados miembros tendrán la finalidad de desalentar las manifes​taciones y sentimientos de intolerancia en relación con los cambios ocurridos en la Europa del Este en forma de na​cionalismos.

Por último, la acción de la Comunidad concluye con una última resolución del Parlamento Europeo el 12 de marzo dc 1992, en la que apoya las manifestaciones en fa​vor de la democracia y la tolerancia y contra el racismo y la xenofobia, congratulándose de que los ciudadanos de es​tos países se movilicen de forma pacífica por los derechos humanos, la solidaridad y la tolerancia.

2.3
Legislación

A.
Legislación Nacional

—
Constitución española de 1978, en especial los ar​tículos 1, 9, todos los del Título I del 14 al 29 y los artícu​los 25 y 39.4.

—
LO 9/1983 de 15 de julio sobre el derecho de reu​nión, en especial el artículo 5.c (BOE de 18 de julio de 1983).

—
LO 7/1985 del de julio sobre los derechos y liber​tades de los extranjeros (BOE de 3 de julio de 1985).

—
RD 1119/1986 de 26 de mayo por el que se aprue​ba el reglamento de ejecución de la LO 7/85 de 1 de julio (BOE de 12 de junio de 1986).

RD 1099/1986 de 26 de mayo sobre la entrada, permanencia y trabajo en España de ciudadanos de Es​tados miembros de la CEE (ROE de 11 de junio de 1986).

—
Ley del 26 de marzo de 1984 reguladora del dere​cho de asilo y condición de refugiado (BOE de 27 de mar​zo de 1984).

—
Código Penal, artículo 137.

B.
Legislación Internacional

-- Declaración Universal de Derechos Humanos de 10 de diciembre de 1984, en especial los artículos 1,2.1,6 y 7.

— Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de Nueva York de 19 de diciembre de 1966, ratificado por España ci 27 de abril de 1977 (BOE de 30 de abril de 1977), en especial los artículos 2.1,3,13 y 26.

— Pacto internacional de derechos Económicos So​cial y Cultural hecho en Nueva York, el 19 de diciembre de 1966 (BOE de 30 de abril de 1977), en especial los artícu​los 2.2y 13.1.

— Convenio Europeo de Derechos Humanos de 4 de noviembre dc 1950 hecho en Roma, ratificado el 26 de sep​tiembre de 1979 (BOE de 10 de octubre de 1979), en es​pecial el artículo 14 y los protocolos número 4, artículos 2, 3 y 4 y número 7, artículo 1.

--- Convenio de 9 de diciembre de 1948 para la pre​vención y sanción del

genocidio al que se adhirió España el 13 de septiembre de 1968 (BOE de 8

de febrero de 1969).

— Convenio Internacional sobre eliminación de todas las formas de discriminación racial aprobado por la Asam​blea General de las Naciones Unidas de 21 de diciembre de 1965 (BOE de 17 de marzo de 1969).

— Convenio de Ginebra dc 28 de julio de 1951 y Pro​tocolo de Nueva York de 31 de enero de 1967 sobre el Es​tatuto de los Refugiados (BOE de 21 de octubre de 1978).

—
Convenio de 1 de julio de 1949, sobre trabajado​res migrantes, ratificado el 27 de febrero de 1967 (BOE de 7 de junio de 1967).

—
Convenio Europeo sobre el Estatuto Jurídico del Trabajador Migrante de 24 de noviembre de 1977 ratificado el 29 de abril de 1980 (BOE de 18 de junio de 1983).

— Carta Social Europea de 18 de octubre de 1961 ra​tificada el 29 de abril de 1980 (BOE de 26 de junio de 1980).

— Convenio de 15 de diciembre de 1960 contra la discri​minación en la enseñanza (BOE de 1 de noviembre de 1969).

—
Convención de las Naciones Unidas sobre los De​rechos del Niño de 20 de noviembre de 1989, ratificada el 30 de noviembre de 1990 (BOE de 31 de diciembre de 1990).

C.
Legislación y disposiciones políticas de la CEE

—
Tratado constitutivo de la CEE de 25 de marzo de 1957 de Roma, al que se adhiere España el 12 dc junio de 1985, en especial los artículos

7,118 y 235.

—
Reglamento del Consejo 1612/68 de 13 de octubre re​lativo a la libre circulación de trabajadores de la Comunidad.

—
Directiva del Consejo de 25 de julio de 1977 rela​tiva a la escolarización de los trabajadores migrantes.

—
Declaración común del Parlamento Europeo, Con​sejo y Comisión sobre el respeto y alcance de los derechos fundamentales en la Comunidad Europea. DOCE número C 103/1 de 27 de abril de 1977.

—
Resoluciones del Consejo de 10 de junio de 1985, DOCE número C 141/462 y del 26 de julio de 1985, DOCE número C 186/3 concerniente a las políticas comunitarias sobre migraciones.

—
Declaración Común del Parlamento, Consejo y Comisión contra el racismo y la xenofobia de 11 de junio de 1986, DOCE número C 158/1 de 25 de junio de 1986.

—
Informe sobre los resultados de los trabajos de la co​misión de investigación, del ascenso del fascismo y el racismo en Europa, llamado Informe Evrigenis, de diciembre de 1985.

—
Dictamen dci Comité Económico Social sobre la propuesta de resolución del Consejo relativa a la lucha contra el racismo y la xenofobia de 23 de noviembre de 1988. DOCE número C, 231 de 30 de enero de 1989.

—Resolución del Parlamento Europeo de 1989 por la que se aprueba la declaración de los derechos y liberta​des fundamentales de la CEE, artículos 3.2 y 3.3. DOCE nú​mero 120/5 1 de 16 de mayo, Doc. A2-3/89.

--- Proyecto de Carta Comunitaria de los derechos so​ciales fundamentales que aprueba el colegio de la Comi​sión de 27 de septiembre de 1989.

—Resolución del Consejo y de los Estados miembros relativa a la lucha contra el racismo y la xenofobia de 29 de mayo de 1990, DOCE número C, 157 de 27 de junio de 1990, página 1.

—Resoluciones del Parlamento Europeo sobre la lu​cha contra el racismo y la xenofobia y sobre trabajadores migrantes de terceros países de 14 de junio de 1990. DOCE número C, 175 de 16 de julio de 1990.

—
Segundo Informe de la Comisión de Investigación del racismo y la xenofobia de 25 dé junio de 1990 (Doc. A-3 195/90), llamado Informe Ford.

— Resoluciones del Parlamento Europeo de 10 de oc​tubre de 1990 sobre el informe de la Comisión de Investi​gación del racismo y la xenofobia. DOCE número C, 284 del 12 de noviembre de 1990.

—
Declaración del Consejo Europeo reunida el 10 de diciembre de 1991 en Maastricht por la que se aprueba el Tratado de la Unión Europea sobre el racismo y la xeno​fobia. Anexo III.

—Resolución del Parlamento Europeo de 12 de marzo de 1992 sobre el apoyo a las manifestaciones en favor de la democracia y la tolerancia contra el racismo y la xe​nofobia. DOCE número C, 94.
D.
Constituciones europeas
Alemania Occidental, Articulo 3.

  1. Todos los hombres son iguales ante la Ley.

2.
Hombres y mujeres tendrán los mismos derechos.

3.
Nadie podrá ser perjudicado ni privilegiado en consideración a su sexo, ascendencia, raza, idioma, patria y origen, creencias o con​cepciones religiosas o filosóficas”.

Austria. Artículo 7.

  1. Todos los ciudadanos federales son iguales ante la Ley. No se admitirán privilegios de nacimiento, sexo, posición, clase ni confe​sión.

2.
Se garantiza a los empleados públicos, incluyendo a los indivi​duos pertenecientes al Ejército federal, el ejercicio sin restricciones de sus derechos políticos”.

Bélgica. Artículo 6.

“No existirá en el Estado ninguna distinción de estamentos. Todos los belgas son iguales ante la Ley, y sólo ellos serán admitidos al ejer​cicio de cargos civiles y militares salvo las excepciones que pueden es​tablecerse por una ley para casos particulares”.

Articulo 6 bis.

“Se garantiza sin discriminación, el goce de los derechos y liberta​des reconocidos a los belgas. Con esta finalidad, las leyes y los decre​tos asegurarán en especial los derechos y libertades de las minorías ideológicas y filosóficas”.

Dinamarca. Artículo 10.

“Nadie podrá, por razón de su fe o de sus orígenes ser privado del disfrute íntegro de sus derechos civiles y políticos, ni sustraerse al cumplimento de sus deberes cívicos ordinarios”.

España. Artículo 14.

“Los españoles son iguales ante la Ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social”.

Finlandia. Artículo 5.

“ Todos los ciudadanos fineses serán iguales ante la Ley”.

Francia

“De la Declaración de los Derechos del Hombre y 26-8-1979 del ciu​dadano (anexo primero a la Constitución), los hombres nacen y per​manecen libres e iguales en derechos. Las distinciones sociales sólo pueden fundarse en la utilidad común”.

Gran Bretaña.

“Hay una Magna Carta en el Bill of Rights 13-2-1969 no se recoge nada referente al tema”.

Grecia. Artículo 4.

1. Los helenos son iguales ante la Ley.

2. Los hombres y las mujeres tendrán los mismos derechos y obli​gaciones”.

Holanda. Artículo 4.

“ Todos los que se encuentren en el territorio del Reino tendrán igual derecho a la protección de sus personas y de sus bienes. La Ley regu​lará la admisión y a expulsión de los extranjeros y las condiciones ge​nerales en que se podrán  concertar tratados con otros Estados para la extradición de extranjeros”.

Irlanda. Artículo 4.

“ Todos los ciudadanos tendrán como personas humanas, la mis​ma consideración ante la Ley. Esto no significa que el Estado no pue​da guardar en su legislación la consideración debida a las diferencias de capacidad física y moral y dc función social”.

Italia. Articulo 3.

“Todos los ciudadanos tendrán la misma dignidad social y serán iguales ante la Ley, sin distinción de sexo, raza, lengua, religión, opi​niones políticas ni circunstancias personales y sociales”.

Luxemburgo. Artículo 11.

1. No habrá en el Estado distinción alguna de órdenes.

2. Los luxemburgueses son iguales ante la Ley. y sólo ellos serán ad​mitidos a los cargos civiles y militares, salvo las excepciones que pue​dan establecerse por la Ley para cursos particulares”.

III. El racismo como reto

        de la modernidad.

Ricardo Ibáñez Castresana

3 El racismo como reto

             de la modernidad

Unas jóvenes de tez cobriza son perseguidas y amena​zadas por unos niños que se divierten insultando sin mo​tivo a unas desconocidas, las cuales están aterradas. Ante la apatía de los paseantes, se refugian en un autobús. Esta escena real sucedió recientemente en Madrid, pero pudo haber ocurrido en cualquier parte de España. Vemos en nuestro entorno un número cada vez mayor de personas diferentes, de seres humanos que proceden de otros luga​res, con otras costumbres. Y surgen como respuesta a este  fenómeno dos reacciones contrapuestas: la solidaridad y el rechazo. Junto aun numeroso colectivo de personas que se dedican a ayudar a los recién llegados, con buena vo​luntad y mayor o menor acierto, nos encontramos con una parte de la sociedad que rechaza al forastero. Y no se tra​ta de una tribu urbana, por ejemplo cabezas rapadas, sino de una actitud que se extiende solapada e inexorablemen​te entre buena parte de la población. No en vano señalaba Gimbernat que «lo grave es que resulta muy sencillo lograr un nivel elevado de consenso social en torno a políticas du​ras en materia de inmigración, provocando alarma social sobre el eventual impacto de la economía de la presencia de tales extranjeros».

      Sin embargo, la exageración sobre este problema que ha de marcar la evolución de Europa (si no de toda la Hu​manidad) durante el siglo que viene, no resulta positiva. Es cierto que el racismo existe, pero no es dedicando nues​tro tiempo a recordar constantemente su presencia como se logrará erradicarlo. Es necesario provocar cambios de actitud, de mentalidad, influir subrepticiamente en los co​lectivos sociales más susceptibles de ser contagiados por este mal que ataca a nuestros sistemas de solidaridad. Por​que se habla de tolerancia, pero incorrectamente: se tolera aquello que no gusta, lo que se configura como algo negativo pero soportable. Y no es esa la sensación que deben provocar los extranjeros.

El racismo es una palabra demasiado empleada y cuyo significado se torna difuso en nuestros tiempos, acaso porque es empleada demagógicamente, como bien ha denunciado Haro Tecglen. Las razas son un hecho y es inútil negarlo. Existe una tendencia a desviar ciertos comportamientos hacia esta idea tabú, o a explicar de​terminados problemas sociales como manifestación de racismo y xenofobia. Se supone progresista cualquier denuncia del monstruo racista, sin comprobar si real​mente está presente, aunque en ocasiones éste sólo apa​rece atraído por la publicidad que sus denunciantes le brindan.

Es significativo, en este sentido, que los atentados ra​cistas en la República Federal de Alemania no se hayan producido en los lugares en los que hay más extranjeros, en la parte occidental, sino en la antigua RDA, donde los problemas son de índole social y económica. Inicialmente, los lugareños protestaban contra lo que creían un trato demasiado favorable para los peticionarios de re​fugio, pero lo hacían movidos más por razones crema​tísticas (en tiempos de crisis no se desea compartir y aten​der a los solicitantes de refugio comienza a ser una obligación muy onerosa) que por racismo. El egoísmo es un sentimiento humano muy afincado en todas las so​ciedades y los länder del Este, por su situación de crisis económica y política, por la falta de unos valores con​cretos que inspirasen el comportamiento social tras la ca​ída deja ideología que oficialmente se había seguido durante cuatro décadas, eran un lugar propicio para los brotes de insolidaridad. Pero tales conflictos no comen​zaron siendo racistas, sino que algunos grupúsculos mar​ginales lograron atraer el descontento popular hacia tal sentimiento, cuando los incidentes ya habían comenza​do. Corno lograron un importante eco periodístico, se sin​tieron reconfortados y se produjo un efecto multiplica doy con cada una de las acciones criminales que se per​petraban: un crimen es llamativo, pero un atentado ra​cista lo es mucho más. En casi todos los países de Euro​pa, los neonazis buscan conflictos latentes que se puedan avivar. Y como las épocas de crisis son propicias para los conflictos, lo consiguen. Eso ha ocurrido en la RDA: ha​bía sentimientos de frustración que se llevaron hábilmente hacia el entorno del racismo. Pero ni siquiera los seguidores de Le Pen se declaraban abiertamente racis​tas, sino «patriotas”: el atavismo, el malestar por el paro o la delincuencia, ha desembocado en otro tipo de fenó​menos. Y ya tenemos un culpable: el extranjero. Las mez​clas de población, especialmente en las zonas urbanas y empobrecidas, engendran fricciones entre comunidades; estas tensiones no siempre son racistas, sino que a veces reflejan graves problemas sociales de otra índole. Así, los problemas no surgen sólo entre blancos europeos e in​migrados, sino que se dan también entre negros e hispa​nos de los Estados Unidos de América, o incluso entre ita​lianos del norte y del sur Cuando tales choques se enconan, surge a veces el verdadero racismo.

Por eso mismo es peligroso denunciar constantemen​te el racismo ante cualquier fenómeno social que no nos guste: se puede acabar despertando a la fiera de tanto men​tarla. Porque esta fiera, digámoslo ya, anida en todos. El rechazo del otro es una tendencia natural en el hombre; el buen salvaje no existe, sólo encontramos al salvaje bajo nuestro ropaje cultural. El racismo es un dato antropoló​gico, es natural, mientras que la convivencia es un logro, un estatus superior de la condición humana al que se lle​ga con esfuerzo. Y es precisamente la cultura el mejor ins​trumento para combatir el temor a lo desconocido que anida en el racismo: el otro es menos peligroso cuando es conocido, porque aprendemos a calibrar semejanzas y di​ferencias; la experiencia —vivida o leída— nos enseña a aceptar otras ideas, otras personas, sin tomarlas como po​tencialmente destructoras de nuestro entorno. La cultura conlleva siempre cierto mestizaje —no es necesario que sea físico— y con éste se reducen las diferencias. Como dice Savater; en un afortunado ejemplo, frente a los na​cionalistas que quieren que en su ciudad sólo haya res​taurantes típicos de su tierra y aborrecen a los que ofre​cen comidas de otras zonas como si de una invasión cultural se tratase, están los universalistas que prefieren tener variados menús al alcance de su mano. Siempre se puede escoger lo autóctono, pero se ha podido elegir algo distinto. Se ha sido más libre. Cada cual puede conservar su cultura, sus peculiaridades, pero no es negativo que co​nozca las otras concepciones vitales. Y que éstas se apro​ximen a quienes no pueden recorrer todo el mundo para buscarlas.

Un agudo pensador francés comentaba irónicamente que los estudiantes galos que se manifestaban contra la se​lectividad, lo hacían con la retórica antirracista, con el lema de evitar la exclusión. Y es claro que la medida puede ser o no criticable, pero no es per se discriminatoria, sino que pretende hacer una selección objetiva. Se equiparaba así al negro sudafricano o al judío perseguido por Hitler con los estudiantes que suspenden un examen, pese a que por el momento no son deportados por tal fracaso escolar. Cuando algunas organizaciones humanitarias, normal​mente cargadas de buenas intenciones, denuncian como racista al ciudadano que no se lleva bien con su vecino ex​tranjero, pueden estar errando en ocasiones. El hecho de que en algunos casos haya habido un móvil racista no jus​tifica la sospecha generalizada, del mismo modo que no podemos pensar que todos los pintores indigentes son ge​niales, sólo porque Van Gogh murió en la pobreza. Y, lo que es peor; tales acusaciones acaban dejando en su en​torno la semilla de un mal que antes sólo estaba aletarga​do. Frente al racismo no sirve cl silencio, pero tampoco la vociferación. Enfocar este problema desde una perspecti​va sólo política tampoco es una buena solución, pues los políticos no han de procurar «hacer el bien», sino buscar las soluciones a los problemas de todos que sean acepta​bles para la mayoría y que no transgredan el principio del respeto alas minorías. Desde la oposición no se cuenta con mecanismos si no es para la denuncia, a veces demagógi​ca, de los problemas; desde el Gobierno, los deseos y las prioridades no siempre conviven en armonía. Por otra par​te, los poderes públicos son especialmente poco hábiles para modificar las conductas de los ciudadanos, al menos a corto plazo, salvo por la vía de la represión.

El argumento para cerrar las fronteras a los inmigran​tes es el de la lucha contra el paro interno, especialmente en España. Lamentablemente, este planteamiento es erró​neo por dos razones prácticas: >a primera consiste en que se ha comprobado que en las sociedades desarrolladas pue​den coexistir un alto índice de paro y una necesidad de per​sonal no cualificado que no se puede cubrir con la oferta interna; la otra nos viene dada por la evidencia de que la mera prohibición de entrada no disuade al inmigrante de comenzar su periplo, sino que simplemente lo convierte en ilegal, con lo cual queda sumido frecuentemente en la mar​ginalidad y el desamparo, a merced de especuladores. Los cupos no sirven cuando las fronteras son permeables. Esta postura es especialmente chocante en el caso de España, dado que ha provocado una cierta actitud de insolidaridad hacia un colectivo —el latinoamericano— de importancia creciente y al que nos acercan el idioma, la historia e in​cluso buena parte de nuestras costumbres, mientras que nuestras diferencias raciales no son significativas. Sin em​bargo, tampoco cabe adoptar una posición de tolerancia absoluta, ya que ésta sería negativa tanto para la sociedad receptora (que no recurre a la modernización para cubrir las necesidades que atiende un personal poco cualificado) como para la de origen (que pierde a sus elementos más emprendedores y mejor preparados). Si bien todos debe​rían tener derecho a desplazarse libremente doquiera de​seen, tal circulación no será verdaderamente libre mien​tras no se produzca sólo por propia iniciativa y no por el impulso que la pobreza proporciona. Es, pues, el desarro​llo equilibrado la única solución para el fenómeno migra​torio.

Lo cierto es que, en la actualidad, buena parte de los habitantes de los países eufemísticamente (en vías de desarrollo» identifican Occidente con bienestar, frente a la mi seria cotidiana que deben afrontar. No hay remedio con​tra esta aplicación de la ley de vasos comunicantes: si en un lugar se puede llegar a vivir cómodamente yen otro no, la tendencia que se imponga será la de un traslado de par​te de la población empobrecida hacia la zona «rica», la cual tiene sin embargo un límite de tolerancia para la integra​ción de estos nuevos colectivos, a partir del cual ya no pue​de afrontar correctamente la tarea de dotar a los recién lle​gados de una ubicación digna, con lo que se trasladan bolsas de pobreza de los países «pobres» a los «ricos». No importa que las condiciones de vida que han de soportar los inmigrantes nos parezcan muy duras: lo son respecto a nuestros baremos de bienestar, pero acaso sean menos deplorables que las sufridas en su país. Y lo peor es que las diferencias entre ambos mundos no se reducen, sino todo lo contrario. Y cuanto más grande es la fractura entre am​bos, mayor será el número de inmigrantes que veamos en nuestras calles. No es casual que la DGII de la Comisión Europea haya previsto que la acción exterior será el capi​tulo del presupuesto comunitario que más crezca desde 1994 hasta el año 2000, incluso rebasando el 25 por 100 de gasto en agricultura que se ha previsto para dicha fecha. Y ello, no sólo por solidaridad, sino por un egoísmo (un amor propio, según Savater) doblemente fundado: se ayu​da a los países que generan flujos migratorios hacia Eu​ropa porque se pretende cortar la necesidad de la que traen causa, pero también porque con los fondos que se desti​nan a tales países se obtienen nuevos compradores, en nue​vos mercados.

Con movimientos de población crecientes, el racismo no disminuirá. Más aún, en tiempos de crisis. Pero el ra​cismo no es algo exclusivo de la raza blanca, sino que se da en todo el mundo, frente a la opinión de algunos mo​dernos adalides del progresismo que imputan este tipo de fenómenos a la raza blanca en exclusiva. Obsérvese las gue​rras tribales en África, las luchas étnicas en Pakistán, In​dia, Sri Lanka. O los problemas en la antigua Unión So​viética, por no citar otros acontecimientos aún más dramáticos y cercanos. El rechazo al otro no es patrimo​nio de nadie, sino que late en todos nosotros y surge en con​diciones adecuadas.

Este problema es, pues, de todos y requiere soluciones globales, lo cual es más fácil de plantear que de realizar. Es fácil decir que se debe potenciar el desarrollo de los paí​ses que, por las condiciones económicas, políticas o so​ciales que ofrecen a sus habitantes, obligan a buena parte de éstos a buscar un futuro mejor en otro lugar Pero eso tiene un coste económico elevado, acaso no asumible por los países más desarrollados (o más probablemente, suce​derá que e] importe de la ayuda que se precisa para paliar el problema sí sea económicamente aceptable, pero plan​tee un enorme coste político). Vivimos en una encrucijada de la Historia en la que hallamos, recrudecidos, problemas que se consideraban superados o, al menos, controlados: nacionalismo, fanatismo religioso, racismo. Todos estos fe​nómenos negativos se caracterizan, sin embargo, por una nota común: el desprecio por el distinto, ya sea por su ori​gen, sus opiniones o creencias o su tez.

Ya no se darán las invasiones de los bárbaros, a la ma​nera dejos siglos V y VI, pero sí que ha comenzado una in​vasión pacífica. Y habrá que recordar que “ya seamos grie​gos o bárbaros, todos somos iguales” (Antífonas, «De la Verdad»). Para gestionar la crisis que tales desplazamientos van a provocar, será necesaria la intervención de una autoridad —jurídica y moral— de nivel internacional, que pueda acometerla redistribución del planeta con criterios racionales. Sólo Austria ha quedado, por ahora, al margen de estas turbulencias. Pero al ser un país desarrollado, en un continente que admite más pobladores, es presumible que también se verá afectada de una manera u otra por este problema.

Y es que la movilidad internacional ha aumentado mucho en los últimos siglos, acaso por las exigencias de la implantación de un mercado global y de un capital que derriba todas las barreras nacionales (aunque sepa aprovecharse de ellas cuando conviene), poniendo en peligro la existencia misma del Estado-Nación tal y como lo conocemos, que tiende a ser sustituido por unidades de producción de ámbito subestatal. Pero cl dinero se mueve con más rapidez y facilidad que las personas, lo mismo en el ámbito internacional que en el comunitario.

Para concluir con este amplio proemio, habría que se​ñalar que ahora se ponen en cuestión algunos valores de la cultura occidental, es un buen momento para recuperar valores propios de la misma, como el de la universaliza​ción de los derechos humanos. En función de éstos, el ra​cismo no tendría cabida en la sociedad o en la legislación actuales. Pero los llamados «enemigos del eurocentrismo» se empeñan en regionalizar los derechos humanos, confi​gurándolos como el fruto de una cultura determinada y no como patrimonio de la Humanidad. Sin embargo, a lo lar​go de la Historia se han producido numerosos descubri​mientos que, obviamente, no se convirtieron en exclusivos de un pueblo concreto, sino que se extendieron para todos. Luego la negación de los derechos humanos forma parte de una estrategia política, aunque hábilmente disfrazada de noble defensa de la cultura propia. Como bien dice Sa​vater, «los derechos humanos no pueden ajustarse a las di​versas culturas porque suponen una cierta ruptura con to​das ellas».

Tampoco se pretende defender que los derechos de las minorías sean exactamente «derechos humanos», pero lo cierto es que tales minorías están compuestas por indi​viduos que sí son destinatarios de tales derechos. Indivi​duos rechazados, ignorados en el mejor de los casos, por ser diferentes. Y es que Occidente teme a esta masa de desconocidos que amenaza con crear guetos urbanos, que recuerda las amenazantes profecías de Ben Bella sobre «la invasión», que ve proliferar a estos sujetos jóvenes y fértiles en un territorio que tradicionalmente no ha sido el suyo. Estamos ante un problema de atávica descon​fianza.

3.1 La convivencia con el otro.

Las normas internas de los Estados modernos y desa​rrollados no difieren sustancialmente entre si, en cuanto a la configuración de unas condiciones mínimas de la vida en común. Las personas que emigren de un país desarro​llado a otro que también lo sea, no encontrarán problemas para integrarse o, al menos, cumplir lo preceptuado por el nuevo ordenamiento al que se vinculan. Pero quienes se hallen ante un entorno jurídico nuevo y desconocido, ¿cómo deben actuar? Frente a quienes sostienen que este ordenamiento no debe vincular totalmente al inmigrante, Agnes Heller defiende que éste ha de cumplirlo por com​pleto. Esta idea merece ser tenida en cuenta y apoyada por dos razones: por una parte, favorece la integración del in​migrante al sumergirlo en un nuevo sistema jurídico y de valores, que no son mejores o peores que los que ante​riormente le vincularon, sino más útiles para él, si piensa quedarse en el país de acogida. Por otra parte, el cumpli​miento de este nuevo ordenamiento favorece la conviven​cia con los nativos del Estado receptor, que entenderían con dificultad los valores jurídicos que el inmigrante intenta​se transmitir y sentirían tal vez atacada la soberanía na​cional. No olvidemos que la ignorancia de la ley no excu​sa de su cumplimiento (dura lex, sed lex) y así evitaremos casos como el de un triste razonamiento por parte de un miembro de una organización humanitaria europea, que defendía una práctica de ablación del clítoris practicada por una madre extranjera sobre su hija recién nacida, en nombre de la expecificidad cultural de la mutiladora. Aun​que se proclamaba defensor de los derechos humanos.

El inmigrante no se obliga a amar las nuevas leyes que le vinculan, pero sí a respetarlas, pues existían antes de su llegada y, cuando se entra en un país, se penetra también en un entorno jurídico determinado. No es necesario que lleve su proceso de adaptación al extremo de, como Alci​bíades en Esparta, modificar todas sus pautas de conducta y apariencia externa a imagen y semejanza de los nati​vos del país de acogida. Pero se requiere un esfuerzo. De la misma manera, el inmigrante llega también a una so​ciedad a la que puede pedir respeto, pero frente a la cual debe mostrar la máxima consideración, cumpliendo sus le​yes no escritas, no vulnerando sus costumbres y apren​diendo sus normas de higiene o urbanidad. En este senti​do, es muy positivo que se aprenda el idioma principal del país de acogida, como instrumento básico de comunica​ción. La aculturación que sufra esta persona será antes po​lítica que de identidad.

Señala Agnes Helleres que la emigración es un derecho humano, pero no ocurre así con la inmigración, salvo en el caso del refugio (el político, que no las nuevas modalidades que se intentan distinguir en la actualidad: refugio medio-ambiental, económico, etc.). Es decir: se reconoce el dere​cho a abandonar el país en que se habita, pero cada Estado admite a los no nacionales en virtud de un ejercicio positi​vo de su poder discrecional, excepto cuando se trate de fu​gitivos inocentes, gente perseguida por cualquier razón con necesidad de protección inmediata y que no esté en esa si​tuación por su culpa. La decisión dé admitir extranjeros no es, por tanto, meramente pragmática, sino que conlleva obli​gaciones morales para los poderes públicos, que deben de​cidir sobre quién, cómo y cuánto tiempo se queda en el te​rritorio que administren. Compartir el propio espacio es un deber en ciertos casos, pero no puede resultar incómodo.

El extranjero suscita un sentimiento de reacción en la sociedad receptora, que se protege ante «lo diferente», de forma que surge lo que Touraine ha llamado «defensa co​munitaria». No se trata de que el extranjero sea el «chivo ex​piatorio» al que se refieren algunos autores, sino de que el desconocimiento genera recelo. Y la fase final de este senti​miento es el desprecio, que se tiñe de falsas acusaciones (que a veces proceden incluso de administraciones públicas, con supuestos informes policiales sobre la nacionalidad de los delincuentes) y de supuestas pretensiones científicas, que en​cuentran fundamentos antropológicos para una serie de descabelladas hipótesis. De tal proceso se dan muchos ejemplos a lo largo de la Historia, pues movimientos de población ma​sivos han existido siempre. Pero tales hechos han coexisti​do siempre con la hospitalidad hacia el extraño, que es tam​bién una tendencia que no nos debe ser ajena, porque—como recalca Julia Kristeva— todos somos «otro» respecto a la identidad que creemos tener o que se nos reclama. So​mos siempre forasteros en nosotros mismos. Esto lo ha de​mostrado claramente el psicoanálisis.

     Una política de integración de los inmigrantes pasa, en primer lugar, por la regularización de los ilegales ya pre​sentes, siempre que no tengan antecedentes penales por de​litos graves (y no por meras infracciones administrativas). En segundo lugar las medidas de reagrupamiento familiar que tanto se preconizan deberían ser un hecho. En tercer lugar, la naturalización debería ser más sencilla: no supone, como demagógicamente argumentan los nacionalistas y los ultraderechistas, una quiebra de la identidad nacional, sino de la confirmación de un hecho previo, que es la llegada y adaptación al nuevo medio de una persona que procedía de otra cultura, de la cual deja un poso en el lugar de recep​ción. Esto es especialmente cierto en el caso de Francia, país que se configuró siempre por la adhesión a los principios nacionales más que por el dato del nacimiento de sus ciu​dadanos. No es casual que sea este país (hasta las últimas reformas) el que ha mantenido una política de nacionalidad más abierta—el Reino Unido abandonó en 1981 su concep​ción amplia de la nacionalidad, por los problemas que plan​teaba la población procedente de la Commonwealth— ba​sada en el ius soli, frente al ius sanguinis de los alemanes, que conceden su nacionalidad con mayor dificultad y con preferencia para quienes formen parte de su «Volk», de su comunidad natural. Otras medidas deseables serian el dis​frute de ciertos derechos políticos, la total igualdad jurídi​ca en el ámbito privado, la homologación penal (sin penas adicionales como la expulsión), o la supervisión judicial de toda actuación administrativa en esta materia. No se ve que los foros exclusivos para inmigrantes hayan resultado, don​de se han probado, verdaderamente positivos.

Esta postura, tradicionalmente defendida por la Iz​quierda europea, de defensa de la integración a través de una serie de medidas positivas, ha ido siendo abandonada pau​latinamente en la Europa actual; acaso por la crisis, tal vez porque las encuestas pesan más que los valores. Los conve​nios de Schengen y Dublín son un claro ejemplo de este fe​nómeno: la Unión Europea no quiere que su «decimotercer Estado» (así se ha llamado a los ocho millones de habitan​tes extranjeros de la Unión) siga creciendo. La política de «stop and go» (que moviliza los flujos migratorios en fun​ción de las necesidades de los ciclos productivos) es cada vez mas una política de «stop”, de total rechazo a la inmigra​ción, fenómeno frente al que se enumeran, en el mejor de los casos, buenos deseos. Habría que recordar las palabras de Ingrao, cuando decía en un artículo periodístico: «Que​ridos blancos: los invasores somos nosotros». Es preocu​pante que los políticos que tradicionalmente han defendido la solidaridad acepten y compartan ahora el discurso que señala que «no soy racista, PERO...» no sé que hacen aquí, en vez de estar en su país, o son sucios, o delincuentes, etc. Pero no soy racista, claro. Este discurso heterófobo es más difícilmente erradicable que el abiertamente racista, ya que éste, por su virulencia, es fácilmente distinguible.

Lo grave es que esta tendencia crece en Europa. Desde el informe Ford se ha seguido de cerca la evolución de este fenómeno regresivo para la convivencia social. En el infor​me De Piccoli sobre el resurgimiento del racismo y la xe​nofobia en Europa y el peligro de la violencia extremista de derecha (abril de 1993), se pedía un seguimiento de las opi​niones racistas en la sociedad. Y no era en vano. El sondeo de opinión Eurobarómetro realizado en junio de 1993 re​flejaba un crecimiento importante de tales opiniones, im​pulsadas por la crisis económica. Así, un 52 por 100 de los europeos consideran que la presencia de inmigrantes en Eu​ropa es demasiado numerosa. Curiosamente, el 81 por 100 de la población declara que no tendría problema alguno en vivir cerca de una persona de otra raza. Se aprecia de nue​vo que cuando la sensación de rechazo se acentúa, la mayoría de los ciudadanos modera su actitud frente al ex​tranjero. Los racistas más radicales son pocos, pero la he​terofobia parece más extendida. Afortunadamente, Espa​ña no parece ser uno de los países más afectados por esta tendencia. Y es lógico que así sea, si se tiene en cuenta que el siguiente país en tolerancia frente al extranjero es Irlan​da, que, como España, apenas ha visto llegar inmigrantes a su territorio. Cuando los flujos migratorios se acentúen, surgirán con mayor vigor los movimientos racistas. Se tra​ta, por tanto, de una reacción visceral.

3.2   Racismo y xenofobia, conductas del ser humano

El etnólogo Konrad Lorenz ha reflexionado sobre la con​dición humana, en la que ha detectado el mismo impulso innato de conducta agresiva hacia su propia especie que ha​bía observado en los animales. Los sociólogos, por contra, han pretendido explicar el racismo como una consecuencia de la competencia entre los grupos étnicos. Los marxistas consideran que es una consecuencia de la explotación ca​pitalista y para otros, se trata simplemente de una reacción primaria de defensa del territorio frente a la presencia de personas ajenas al grupo. Esta opinión sería la más cerca​na a la visión del racismo como algo propio de los seres hu​manos, que yace controlado hasta un momento dado.

La xenofobia (del griego «xenos», extranjero, y «fobein», espantarse u odiar) es una tendencia excluyente de lo ex​tranjero, de lo que no se corresponde con la comunidad ante la que se siente identificado el sujeto, pero no por razón de su origen étnico, sino por el hecho diferencial en sí mismo. Es la exacerbación del recelo. El racismo seria, entonces, un fenómeno mucho más preciso y tan antiguo como el anterior Ya Gobineau realizó un famoso ensayo sobre la desigualdad de las razas, el cual ha tenido luego multitud de seguidores.

Frente a la igualdad entre las razas que se proclama por los antropólogos, el egoísmo de individuos y colectivos será siempre el elemento que recalque el hecho diferencial. No es, pues, un problema propio de nuestro tiempo, sino de to​dos los tiempos. Y no es sólo un problema ético, sino fun​damentalmente práctico: el racismo crece cuando la pre​sión migratoria aumenta y hay que saber compaginar su control con la gestión de los problemas de los recién llega​dos (especialmente, los difícilmente localizables ilegales) y con el cumplimiento de un imperativo de solidaridad. Di​fícil tarea. Más aún porque, como resalta Jacques Julliard:

«Lo más grave es este estado de desestructuración intelec​tual y moral (...) expresado por la brecha repentinamente abierta entre el pueblo (...) y sus dirigentes». Así es: se ha pasado de la utopía al realismo más mísero, al populismo.

Y es que el recién llegado rompe parte de la organización del Estado-Nación, basada en la relación afectiva en​tre un colectivo de personas caracterizadas por una co​munidad de nacimiento e identificación por unos valores y una ficción jurídica a la que se dota de poder para regu​lar las relaciones cotidianas. El desconocido aporta otra formación axiológica, tiene un aspecto distinto y no se sabe apenas nada de él, luego suscita desconfianza. Frente al ciudadano tradicional, aparece una persona que abando​na su comunidad y busca acceder a otra, alguien que no es un extranjero de paso (la doctrina alemana de los “tra​bajadores invitados”, que concebía la posibilidad de una estancia prolongada pero siempre enfocada hacia el re​torno al país de origen cuando concluya la relación labo​ral, ha fracasado rotundamente ante la experiencia del asentamiento de los inmigrantes y sus hijos en la sociedad alemana, incluso aunque ésta vete su acceso a la naciona​lidad del país en el que nacieron o pasaron la mayor par​te de su vida), sino un apátrida de hecho, ya que no dis​fruta de su nacionalidad de origen pero tampoco tiene acceso a la nacionalidad del nuevo lugar en el que se de​senvuelve habitualmente. Son una negación del ciudada​no, el «denizen», como señalan algunos autores estadou​nidenses. Da lo mismo el nombre que se les otorgue: se trata de personas que carecen de derechos —al menos de los más trascendentes— en la práctica. El extranjero es un semejante, un ciudadano de ninguna parte, vivo ejemplo del cosmopolitismo. Sólo por eso, merece protección.

Para paliar esta situación, no cabe otra solución que la de facilitar el  acceso al mayor número de derechos que sea posible por parte de todos los inmigrantes. Incluso se debería avanzar en el sentido de la sentencia del Tribu​nal Constitucional de 11 de noviembre de 1991, que otor​gaba el amparo a una persona que se había sentido ata​cada por unas declaraciones de León Degrelle contra la «raza judía» y no había conseguido una resolución judi​cial que amparase cl derecho al honor de la comunidad judía, a la que pertenece la recurrente. El máximo intér​prete de la Carta Magna realizó aquí una labor tuitiva, que potencia el reconocimiento práctico (y no meramente for​mal) de derechos para colectivos étnicos o religiosos de​terminados. Esta protección por vía pretoriana ha de ser más eficaz que la mera confección de declaraciones de derechos.

Hay que responsabilizar a todos los ciudadanos en la tarea de proteger cotidianamente los derechos de los in​migrantes; como señalaba Evrigenis, combatir la «xeno​bofilia» que se extiende por todo el continente.

3.3    Las razones de la migración

Nadie abandona su hogar salvo por el reclamo de al​guna promesa, que en este caso sería la de una vida me​jor. Pero a veces la tierra prometida no desea nuevos moradores. Incluso aunque los que vengan sean los más decididos y robustos de sus respectivos lugares de ori​gen. Sólo si el inmigrante es rico —o si tiene una for​mación muy elevada— podrá soslayar los problemas que se encuentra en su país de destino: falta de traba​jo, economía sumergida, discriminación. Pero el inmi​grante sabe que, en cualquier caso, no va a vivir peor que en su país. Y está además el factor de reto: ya que ha decidido irse, tiene que triunfar. Se pone a prueba ante sus conciudadanos, que esperan verlo regresar victorioso.

Curiosamente, el Estado del Bienestar («Welfare State») que ahora se quiere revisar o desmontar, juega a fa​vor de la inmigración porque muestra la posibilidad de alcanzar ayudas o becas que permitirán al inmigrante vi​vir mejor que en su país. Sin embargo, también juega en contra, porque la población ve a cada recién llegado como una posible fuente de gastos y, por tanto, de im​puestos que los propios nacionales pagan —y que qui​sieran que revirtiesen sólo a su propio entorno—. Las ga​rantías mínimas de subsistencia que se ofrecen a los europeos son a veces accesibles a los inmigrantes, que se ven así estimulados en su deseo de permanencia en el nue​vo territorio. Pero la disposición de extender la solidari​dad se refiere en ocasiones sólo a los nacionales, incluso en el caso de partidos progresistas, sabedores de que este tipo de políticas —generadoras de mayor gasto— no son populares. De poco sirve explicar que el recién llegado también crea riqueza, por ser mano de obra robusta y ba​rata. Y está, además, el llamado «efecto Mateo», fenó​meno detectado por los investigadores y que consiste en que no se benefician de las ayudas sociales quienes más las necesitan, sino otra serie de grupos mejor situados para acceder a ellas (piénsese en el caso de las ayudas a inmigrantes, muchos de los cuales no conocen nuestra lengua e ignoran todo respecto a nuestras leyes y cos​tumbres: si no son asesorados, parte dc las ayudas no se utilizan o son mal empleadas). Para solucionar este pro​blema, Sorman propone que se supriman los subsidios so​ciales, lo cual acaso sea demasiado drástico.

Acaso haya que explicar que la división de Sauvy en​tre Este, Oeste y Tercer Mundo, ya no tiene sentido. Que ahora sólo se puede distinguir entre desarrollo frente a mi​seria y que el nuevo orden que se busca ha de ser univer​sal y no regional. Como dijo M´Bow (ex secretario gene​ral de la UNESCO): «La humanidad está condenada a vivir en una era de solidaridad si no quiere conocer la de la bar​barie”.

Si hemos hablado de las causas económicas, no menos importantes son las políticas para explicar los masivos mo​vimientos de población que se producen en nuestro siglo.

Las violaciones de los derechos humanos son el principal motivo para tales movimientos, en el marco de una cam​biante situación internacional en la que los países más po​bres suelen ser  también los afectados por mayor inestabi​lidad política.

La primera aparición de los refugiados como fenóme​no de masas se ha situado en el final de la Segunda Gue​rra Mundial, Y ello se ha hecho así porque hasta entonces, si bien habían existido situaciones similares, no habían lla​mado la atención de forma tan manifiesta como ocurre des​de entonces. Y con los refugiados no se puede actuar como con un inmigrante normal, a quien se rechaza en frontera sin escrúpulo alguno. El refugiado nos recuerda que tam​bién en nuestros países hubo en otros tiempos, más o me​nos lejanos, persecución política. Y que quienes necesita​ron protección, la obtuvieron en otros lares. Es por ello, que el rechazo de los perseguidos políticos sigue provo​cando sonrojo, a diferencia de lo que ocurre con otros que llegan a nuestras fronteras pidiendo también ayuda. tas nuevas políticas de asilo de los países comunitarios se jus​tifican por el loable propósito de impedir el fraude, pero su regulación excesivamente flexible, habrá de producir si​tuaciones que conculquen nuestras conciencias, dado el ex​cesivo margen de discrecionalidad que se deja a los admi​nistradores del control de fronteras para interpretar quién cumple los requisitos de entrada, como susceptible de am​paro.
3.4 El riesgo de “ lo políticamente correcto”.

Algunos ensayistas hablan del «political correct» para referirse a un movimiento que surgió en Estados Unidos para llenar el país de tabúes y eufemismos para referirse a “los distintos». Narra Gianni Riotta unos hechos escalo​friantes: para no usar el término «minusválido» se habla de personas «temporalmente no válidas» (los demás); para referirse a estudiantes viejos, se habla de «estudiantes de edad no convencional»; los libros de texto debían resaltar que Alejandro Magno era homosexual, para no ofender a este colectivo. Para no ser eurocentristas, hay que decir, como Spike Lee, que «los negros forman la comunidad más creativa del mundo». Lo cual parece una reacción que com​bate el fuego con el fuego. La batalla por el multicultura​lismo es noble, pero exacerbada lleva a resultados absur​dos. Así, se equipara un canto indígena con la Divina Comedia, o se destaca la negritud del Egipto (falsamente por cierto) de los faraones. La cultura debe tener una vo​cación integradora; si surgen problemas entre personas procedentes de diferentes lugares, es porque tienen pau​tas de conducta distintas. Con la formación, especialmen​te en la escuela, se logra un instrumento homogeneizador de primera magnitud. Si bien es positivo que se manten​gan la características culturales propias de cada cual, nada hay de malo en que se compartan bastantes señas de iden​tidad comunes.

En el ámbito de la inmigración, resulta chocante en​contrarse con algunos nobles trabajadores sociales que de​fienden la superioridad cultural (o incluso física) del re​cién llegado, su derecho a que se resuelvan todos los problemas sin poner nada de su parte —con lo que se crean situaciones acomodaticias... o incluso el derecho a la re​paración por crímenes históricos cometidos por nuestros antepasados. Este revanchismo no parece llevar tampoco a conclusión positiva alguna. Ante un problema, es más necesario aportar soluciones que culpables. En este caso, se​ría más práctico ayudar al inmigrante a adaptarse al nue​vo medio (por supuesto, lo más coherente sería que no tu​viera que salir de su medio natural, salvo por voluntad propia y no por necesidad) que apartarlo de su nuevo en​torno, en aras a «preservar su cultura» y evitar la integra​ción, que se interpreta en algunos lares como imposición cultural de los ricos y no como acercamiento entre dife​rentes y sistema sencillo de prevención de conflictos.

    No es necesario que los santones de la progresía “sal​ven” a estos inmigrantes; lo realmente importante es que la sociedad entera los vea como elementos enriquecedores en su diversidad. Los consejos de Agnes Heller se tornan así especialmente útiles al respecto.

Los inmigrantes que se niegan a la integración favore​cen la postura belicista de estos revolucionados en piel aje​na, pero no es seguro que se ayuden a si mismos. En Es​tados Unidos, los seguidores del multiculturalismo llevado a sus últimas consecuencias han producido efectos per​versos.

El ejemplo clásico es el de la acción positiva, dirigida a provocar la igualdad de todos los colectivos étnicos, pero que puede suscitar recelos en quienes se sientan perjudi​cados por la misma. Esto no quiere decir que se deban su​primir las decisiones polémicas, pero sí que debe meditarse sobre todas sus consecuencias antes de ponerlas en prác​tica. Así, algunos sociólogos consideran que la acción afir​mativa o positiva es una añagaza de un colectivo de indi​viduos de étnias minoritarias, pero bien situados socialmente, (o en disposición de estarlo) para mejorar su posición. Aunque no sea así, mucha gente puede llegar a creerlo.

Lo cierto es que en nombre de este principio de lo «po​líticamente correcto», se han cometido muchas barbari​dades. Así, en los Estados Unidos se ha abandonado el fer​vor integracionista (incluso en la escuela) para potenciar la exaltación de la cultura «black», con lo cual son ahora los llamados afroamericanos quienes rechazan su inte​gración escolar y se aíslan voluntariamente. No todas las culturas son iguales, por lo que no tiene sentido dotar del mismo valor a la herencia cultural tutsi y al legado artísti​co italiano, por ejemplo, si bien ambas son igualmente res​petables y defendibles. Sorman explica esto con soma y a través de varias entrevistas con partidarios y detractores del “PC”. Y este fenómeno no es propio de Estados Uni​dos, sino que se aprecia en Europa la aparición de un buen número de partidarios del PC.

No siempre el más radical activista es quien mejor pro​tege unos intereses determinados.

3.5
La gestión de los recursos para ayudar a los inmigrantes 

Todos los extranjeros que a nuestro territorio llegan son inmigrantes (así lo señala el eurodiputado Detlev Sam​land), si bien las causas de su situación pueden ser, como se ha visto, diversas. Así, merecerán o no la condición de refugiados o asilados, pero forman parte de una proble​mática más amplia que es la de los movimientos masivos de población y su gestión en los países de acogida. Y es tra​dicional, pero no por ello menos cierta, la denuncia de la escasez de los recursos destinados a hacer más soportables las condiciones de vida de quienes se ven obligados a huir de su entorno. Estas ayudas se conceden tanto para facili​tar la permanencia en alojamientos provisionales, como para fomentar la integración en la sociedad de acogida e incluso el regreso a la de origen si las condiciones lo permiten.

Las ayudas son gestionadas tanto por el Estado (por las diferentes administraciones públicas competentes) como por las organizaciones no gubernamentales, que son ex​traordinarios vehículos de participación social y pueden fa​vorecer un mayor acercamiento a la problemática real de los inmigrantes y una respuesta más dinámica y eficaz. Pero se debe pedir, en cualquier caso, no sólo una amplia​ción de los recursos económicos disponibles, sino también una adecuada gestión de los mismos. El principio impe​rante en materia de gestión privada de recursos total o par​cialmente públicos debe ser el de responsabilidad. Y no to​das las ONG lo cumplen, lo cual no debe servir de excusa para que el Estado monopolice esta gestión o recorte las ayudas, sino que debe  fomentar un mejor control del des​tino de las subvenciones. No basta con dar el dinero, sino que es necesario saber si se emplea en lo que es más ne​cesario. Se dirá que ésta es una cuestión de valoración po​lítica y de prioridades, pero no carece de elementos obje​tivos.

Cuando se exalta la iniciativa privada y se denigra la labor administrativa, conviene recordar que el Estado si​gue siendo el garante de un nivel mínimo de protección de las personas, también en este ámbito. Y que en ocasiones las ONG, movidas por rivalidades políticas o enfrenta​mientos personales, duplican una misma actuación y com​piten entre ellas, en vez de colaborar Por otra parte, la se​lección de objetivos que puedan hacer las ONG no siempre es la mejor, porque en ocasiones carecen del personal ade​cuado, ni tampoco totalmente independiente, por estar so​metidas a condicionantes financieros, ya sea la proce​dencia de su capital pública o privada. Cuando se encuentra a unos jóvenes vascos construyendo un «gaz​tetxe» (casa de la juventud) en Malpaisillo (Nicaragua), no se puede evitar la duda acerca de si esa es la primera ne​cesidad del colectivo destinatario de la ayuda, o se está en presencia de una salida personal (cargada de buenas in​tenciones) para un grupo de jóvenes occidentales, que no conocen realmente la problemática de los destinatarios de su apoyo. Lo mismo ocurre con algunos colectivos ciuda​danos de ayuda al inmigrante, que reclaman constante​mente ayudas para multiplicar foros de diálogo cuyos protagonistas son siempre los mismos y en los cuales se en​juicia y condena a la malvada administración pública que subvenciona las jornadas.

Los colectivos dedicados a apoyar al inmigrante reali​zan una encomiable labor, pero se requiere un mecanismo de control eficaz de su funcionamiento, para que no suce​da como en una ONG belga, en la cual el fundador se po​nía a sí mismo un pingué salario y además reclamaba para sí todo el mérito de cuantas acciones en este ámbito se re​alizasen, entrando en colisión con cuantas organizaciones se contrapusieran a sus propósitos.

Es necesario incrementar las ayudas de las ONG que trabajan en este ámbito, pero será necesario discriminar entre las que trabajan seriamente y las que encubren una gestión tome, o intereses perversos de cualquier clase. Es una lástima que tras buena parte de las ONG aparezcan (y son perfectamente respetables) otro tipo de entidades, como partidos políticos, organizaciones religiosas, sindi​catos, etc. Parece que falta en algunos casos la iniciativa suficiente para que sean jóvenes desprovistos de cualquier otra motivación los que gestionen esta manifestación de la solidaridad. Del mismo modo, deberán aprender a buscar recursos que no provengan exclusivamente del ámbito pú​blico. El reto de las migraciones requiere una respuesta de toda la sociedad, por lo que las ONG son un elemento vertebrador de primera magnitud y están llamadas a adqui​rir un protagonismo cada vez mayor.

3.6
Conclusión

En cualquier caso, este fenómeno migratorio que se ha descrito es inevitable. No hay cupos ni visados que sirvan frente a la miseria. Ni siquiera las alambradas sirven. Y hay algo peor: esta obcecación en la endogamia genera misería intelectual. Enzensberger lo explica muy bien: «cuan​to más intensamente se defiende y cuanto más se amura​lla una civilización frente a una amenaza exterior, menor será lo que finalmente quede por defender. Yen cuanto a los bárbaros, no es necesario que esperemos su llegada; siempre han estado entre nosotros”.

Racismo y xenofobia son dos fenómenos distintos pero estrechamente vinculados entre sí, frente a los cuates no es tan necesaria la tolerancia como la solidaridad. Frente a la intolerancia de un sujeto está la ley; frente a la insoli​daridad, actitud ésta colectiva —a diferencia de la ante​rior—, no hay sino un enorme vacío. La tolerancia, enten​dida como respeto del distinto, también puede ser útil (ya se ha dicho que, en su interpretación literal, consistiría en aceptar algo que no agrada), pero su ausencia puede ser atacada por quienes no la practiquen. No ocurre así con la solidaridad, que requiere un esfuerzo de todos. La pregunta que queda sin respuesta es si verdaderamente asumimos el reto y estamos dispuestos a sacrificarnos. Por eso, in​dependientemente del nombre que se asigne a la campa​ña, iniciativas como la que ha motivado este texto mere​cen una valoración favorable, porque ayudan a fomentar una respuesta positiva a esa pregunta que hemos dejado sin contestar Es una cuestión de Humanidad.
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ANEXOS

Textos y Declaraciones

Institucionales

I. Declaración de las Naciones

      Unidas sobre la eliminación de

      todas las formas de

      discriminación racial

La Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó por unanimi​dad el 20 de noviembre de 1963 la Declaración de las Naciones Unidas sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial. Al tomar esta decisión reafirmó los principios incorporados en la Carta de las Naciones Unidas y la Declaración Universal de Derechos Humanos de que todos los seres humanos son iguales en dignidad y derechos. Te​niendo en cuenta que “las discriminaciones por motivos de raza, color u origen étnico en algunas regiones del mundo siguen siendo causa de gran preocupación” afirmó la necesidad de eliminar rápidamente en todas sus formas dicha discriminación, en todas las partes del mundo, y de adoptar con tal objeto medidas de carácter nacional e internacio​nal.

A continuación figura el texto completo de la Declaración.

TEXTO DE LA RESOLUCIÓN

La Asamblea General

Considerando que la Carta de las Naciones Unidas está basada en el principio de la dignidad e igualdad de todos los seres humanos y tiene, entre otros propósitos fundamentales, el de realizar la cooperación in​ternacional en el desarrollo y estímulo del respeto a los derechos hu​manos y a las libertades fundamentales de todos, sin hacer distinción por motivos de raza, sexo, idioma o religión,

Considerando que la Declaración Universal de Derechos Humanos proclama que todos los seres humanos nacen libres e iguales en digni​dad y derechos, y que toda persona tiene todos los derechos y liberta​des enunciados en la misma, sin distinción alguna, en particular por mo​tivos de raza, color u origen nacional,

Considerando que la Declaración Universal de Derechos Humanos proclama, además, que todos son iguales ante la ley y tienen, sin dis​tinción, derecho a igual protección de la ley, y que todos tienen derecho a igual protección contra toda discriminación y contra toda provoca​ción a tal discriminación,

Considerando que las Naciones Unidas han condenado el colonialismo y todas las prácticas de segregación y discriminación que lo acompañan, y que la Declaración sobre la concesión de la independencia a los países y pueblos coloniales proclama entre otras cosas la ne​cesidad de poner fin al colonialismo rápida e incondicionalmente,
  Considerando que toda doctrina de diferenciación o superioridad racial es científicamente falsa, moralmente condenable, socialmente injusta y

peligrosa, y que nada permite justificar la discriminación racial,ni en la teoría ni en la práctica,


   Teniendo en cuenta las demás resoluciones aprobadas por la Asamblea General y los instrumentos internacionales aprobados por los organismos especializados, en particular la Organización Internacional del Trabajo y la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura, en la esfera de la discriminación,


   Teniendo en cuenta que, si bien gracias a la acción internacional y a los esfuerzos realizados en varios países ha sido posible lograr progresos en esta esfera, las discriminaciones por motivos de raza, color u ori​gen étnico en algunas regiones del mundo siguen siendo causa de gran preocupación,
  Alarmada por las manifestaciones de discriminación racial que aún
existen en el mundo, algunas de las cuales son impuestas por determinados gobiernos mediante disposiciones legislativas administrativas o de otra índole, en forma, entre otras, de apartheid, segregación o separación, así como por el fomento y difusión de doctrinas de superioridad racial y expansionismo en algunas regiones,

 
   Convencida de que todas las formas de discriminación racial y, más
aún, las políticas gubernamentales basadas en el prejuicio de la superioridad o en el odio racial, a más de constituir una violación de los derechos humanos fundamentales, tienden a poner en peligro las relaciones amistosas entre los pueblos, la cooperación entre las naciones y la paz y la seguridad internacionales,

 
   Convencida asimismo de que la discriminación racial daña no sólo
a quienes son objeto de ella, sino también a quienes la practican,

    Convencida también de que la edificación de una sociedad universal libre de todas las formas de segregación y discriminación raciales, que son factores de odio y división entre los hombres, es uno de los objetivos

fundamentales de las Naciones Unidas,
 
   1.
Afirma solemnemente la necesidad de eliminar rápidamente, en
 la
todas las partes del mundo, la discriminación racial en todas sus formas y manifestaciones y de asegurar la comprensión y el respeto de la dignidad de la persona humana;
   2.
Afirma solemnemente la necesidad de adoptar con tal objeto medidas de carácter nacional o internacional, incluidas medidas en las esferas de la enseñanza, la educación y la información, para asegurar el reconocimiento y la observancia universales y efectivos de los princi​pios que se enuncian seguidamente;

3.
Proclama la presente Declaración:

Artículo 1º La discriminación entre los seres humanos por mo​tivos de raza, color u origen étnico es un atentado contra la dignidad humana y debe condenarse como una negación de los principios de la Carta de las Naciones Unidas, una violación de los derechos humanos y’ las libertades fundamentales proclamadas en la Declaración Univer​sal de Derechos Humanos, un obstáculo para las relaciones amistosas y pacíficas entre las naciones y un hecho susceptible de perturbar la paz y la seguridad entre los pueblos.

Art. 2.º.1. Ningún Estado, institución, grupo o individuo esta​blecerá discriminación alguna en materia de derechos humanos y li​bertades fundamentales en citrato de las personas, grupos de personas o instituciones, por motivos de raza, color u origen étnico.

2.
Ningún Estado fomentará, propugnará o apoyará, con medidas policíacas o de cualquier otra manera, ninguna discriminación funda​da en la raza, el color o el origen étnico, practicada por cualquier gru​po, institución o individuo.

3.
Se adoptarán, cuando las circunstancias lo aconsejen, medidas especiales y concretas para asegurar el adecuado desenvolvimiento o protección de las personas que pertenezcan a determinados grupos raciales con el fin de garantizar el pleno disfrute por dichas personas de los derechos humanos y de las libertades fundamentales. Esas medidas en ningún caso podrán tener como consecuencia el mantenimiento de derechos desiguales o separados para los diversos grupos raciales.

Art. 3.º 1 Se pondrá particular empeño en impedir las discri​minaciones fundadas en motivos de raza, color u origen étnico, espe​cialmente en materia de derechos civiles, acceso a la ciudadanía, edu​cación, religión, empleo, ocupación y vivienda.

2.
Toda persona tendrá acceso en condiciones de igualdad a todo lugar o servicio destinado al uso del público, sin distinción por motivos de raza, color u origen étnico.

Art. 4º Todos los Estados deben adoptar medidas efectivas para revisar las políticas gubernamentales y otras políticas públicas a fin de abolir las leyes y los reglamentos que tengan como consecuencia crear la discriminación racial y perpetuarla allí donde todavía exista. Deben promulgar leyes encaminadas a prohibir esa discriminación y adoptar todas las medidas apropiadas para combatir aquellos prejuicios que dan lugar a la discriminación racial.
Art. 5º Debe ponerse término sin demora a las políticas guber​namentales y otras políticas públicas de segregación racial y especialmente a la política de apartheid así como a todas las formas de discriminación y segregación raciales resultantes de esas políticas. 

Art. 6.º No debe admitirse ninguna discriminación por motivos de raza, color u origen étnico en cuanto al disfrute por toda persona en su país de los derechos políticos y de ciudadanía, en particular del de​recho de tomar parte en las elecciones por medio del sufragio univer​sal e igual y de participar en el gobierno. Toda persona tiene ci derecho de acceso, en condiciones de igualdad, a las funciones públicas de su país.

Art. 7.º 1. Toda persona tiene derecho a la igualdad ante la ley ya que se le haga justicia conforme a la ley y en condiciones de igual​dad. Toda persona, sin distinción por motivos de raza, de color o de ori​gen étnico, tiene derecho a la seguridad personal y a la protección del Estado contra todo acto de violencia o atentado contra su integridad personal cometido por funcionarios públicos, o por cualquier individuo, grupo o institución.

2.
Toda persona tiene derecho a un recurso y amparo efectivos con​tra toda discriminación de que pueda ser víctima en sus derechos y li​bertades fundamentales por motivos de raza, de color o de origen étni​co ante tribunales nacionales independientes y competentes para examinar esas cuestiones.

Art. 8.º Deben tomarse inmediatamente todas las medidas efecti​vas en las esferas de la enseñanza de la educación y de la información, para eliminar la discriminación y los prejuicios raciales y para fomen​tar la comprensión, la tolerancia y la amistad entre las naciones y los grupos raciales, así como para propagar los propósitos y principios de la Carta de las Naciones Unidas, de la Declaración Universa] de Dere​chos Humanos y la Declaración sobre la concesión de la independencia a los países y pueblos coloniales.
Art. 9,º 1. Toda clase de propaganda y organizaciones basadas en ideas o teorías de superioridad de una raza o de un grupo de perso​nas de determinado color u origen étnico, que tengan por objeto la jus​tificación o promoción de la discriminación racial en cualquier forma, serán severamente condenadas. 

2.
Toda incitación a la violencia, o actos de violencia, cometidos por individuos y organizaciones, contra cualquier raza o grupo de per​sonas de otro color u origen étnico, deben ser considerados como una ofensa contra la sociedad y punibles con arreglo a la ley

3.
Con el fin de realizar los propósitos y principios de la presente Declaración, todos los Estados deben tomar medidas inmediatas y po​sitivas, incluidas las legislativas y otras, para enjuiciar y, llegado el caso, para declarar ilegales las organizaciones que promuevan la discrimi​nación racial o inciten a ella, que inciten al uso de la violencia o que usen de la violencia con propósitos de discriminación basados en raza, color u origen étnico.
Art. 10.º Las Naciones Unidas, los organismos especializados, los Estados y las organizaciones no gubernamentales tienen el deber de ha​cer cuanto les sea posible para fomentar una acción enérgica que, com​binando medidas jurídicas y otras medidas de índole práctica, permita la abolición de todas las formas de discriminación racial. En particu​lar, deben estudiar las causas de dicha discriminación a fin de reco​mendar medidas adecuadas y eficaces para combatirla y eliminarla.

Art. 11º. Todos los Estados deben fomentar el respeto y la obser​vancia de los derechos humanos y las libertades fundamentales, en con​formidad con la Cada de las Naciones Unidas, y cumplir plena y fiel​mente las disposiciones de la presente Declaración, de la Declaración Universal de Derechos Humanos y de la Declaración sobre la concesión de la independencia a los países y pueblos coloniales.

II Convención Internacional

              


   sobre la eliminación, 

              


 de todas las formas 

           


de discriminación  racial

Nueva York, 7 de marzo de 1966

Instrumento de Adhesión de 13 de septiembre de 1968

(BOE núm. 1 8, de 17 de mayo de 1969)

Los Estados Partes en la presente Convención,

Considerando que la Carta de las Naciones Unidas está basada en los principios de la dignidad y la igualdad inherentes a todos los seres humanos y que todos los Estados Miembros se han comprometido a to​mar medidas conjunta o separadamente, en cooperación con la Orga​nización, para realizar uno de los propósitos de las Naciones Unidas, que es el de promover y estimular el respeto universal y efectivo de los derechos humanos y de las libertades fundamentales de todos, sin dis​tinción por motivos de raza, sexo, idioma o religión,

Considerando que la Declaración Universal de Derechos Humanos proclama que todos los seres humanos nacen libres e iguales en digni​dad y derechos, y que toda persona tiene todos los derechos y liberta​des enunciados en la misma, sin distinción alguna, en particular por mo​tivos de raza, color u origen nacional,

Considerando que todos los hombres son iguales ante la ley y tie​nen derecho a igual protección de la ley contra toda discriminación y contra toda incitación a la discriminación,

Considerando que las Naciones Unidas han condenado el colonia​lismo y todas las prácticas dc segregación y discriminación que lo acompañan, cualquiera que sea su forma y donde quiera que existan, y que la Declaración sobre la concesión de la independencia a los países y pueblos coloniajes, de 14 de diciembre de 1960 [resolución 1514 (XV) de la Asamblea General], ha afirmado y solemnemente proclamado la necesidad de ponerles fin rápida e incondicionalmente,

Considerando que la Declaración de las Naciones Unidas sobre la eli​minación de todas las formas de discriminación racial, de 20 de noviembre de 1963 [resolución 1904 (XVIII) de la Asamblea General, afirma solem​nemente la necesidad de eliminar rápidamente en todas las partes del mun​do la discriminación racial en todas sus formas y manifestaciones y de asegurar la comprensión y el respeto de la dignidad de la persona humana,
Convencidos de que toda doctrina de superioridad basada en la di​ferenciación racial es científicamente falsa, moralmente condenable y socialmente injusta y peligrosa, y de que nada en la teoría o en la prác​tica permite justificar, en ninguna parte, la discriminación racial.

Reafirmando que la discriminación entre seres humanos por moti​vos de raza color u origen étnico constituye un obstáculo alas relacio​nes amistosas y pacíficas entre las naciones y puede perturbar la paz y la seguridad entre los pueblos, así como la convivencia de las personas aun dentro de un mismo Estado,

Convencidos de que la existencia de barreras raciales es incompa​tible con los ideales de toda la sociedad humana,

Alarmados por las manifestaciones de discriminación racial que to​davía existen en algunas partes del mundo y por las políticas guberna​mentales basadas en la superioridad o el odio racial, tales como las del “apartheid”, segregación o separación,

Resueltos a adoptar todas las medidas necesarias para eliminar rá​pidamente la discriminación racial en todas sus formas y manifesta​ciones y a prevenir y combatir las doctrinas y prácticas racistas con el fin de promover el entendimiento entre razas y edificar una comunidad internacional libre de todas las formas de segregación y discriminación raciales,

Teniendo presentes el Convenio relativo a la discriminación en ma​teria de empleo y ocupación aprobado por la Organización Internacio​nal del Trabajo en 1958 y la Convención relativa a la lucha contra las discriminaciones en la esfera de la enseñanza, aprobada por la Organi​zación de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cul​tura en 1960,

Deseando poner en práctica los principios consagrados en la De​claración de las Naciones Unidas sobre la eliminación de todas las for​mas de discriminación racial y con tal objeto asegurar que se adopten lo antes posible medidas prácticas,

Han acordado lo siguiente:

PARTE I

Artículo. 1º. 1. En la presente Convención la expresión «dis​criminación racial» denotará toda distinción, exclusión, restricción o preferencia basada en motivos de raza, color, linaje u origen nacional o étnico que tenga por objeto o por resultado anular o menoscabare1 reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos humanos y libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural o en cualquier otra esfera de la vida pú​blica.

2. Esta Convención no se aplicará a las distinciones, exclusiones, restricciones o preferencias que haga un Estado Parte en la presente Con​vención entre ciudadanos y no ciudadanos.

3. Ninguna de las cláusulas de la presente Convención podrá in​terpretarse en un sentido que afecte en modo alguno las disposiciones legales de los Estados Partes sobre nacionalidad, ciudadanía o natura​lización, siempre que jales disposiciones no establezcan discriminación contra ninguna nacionalidad en particular

4. Las medidas especiales adoptadas con el fin exclusivo de ase​gurar el adecuado progreso dc cienos grupos raciales o étnicos o de cier​tas personas que requieran la protección que pueda ser necesaria con objeto de garantizarles, en condiciones de igualdad, el disfrute o ejer​cicio de los derechos humanos y de las libertades fundamentales no se considerarán como medidas de discriminación racial, siempre que no conduzcan, como consecuencia, al mantenimiento de derechos distin​tos para los diferentes grupos raciales y que no se mantengan en vigor después de alcanzados los objetivos para los cuales se tomaron.

Art. 2.º 1. Los Estados Partes condenan la discriminación racial y se comprometen a seguir por todos los medios apropiados y sin dila​ciones, una política encaminada a eliminar la discriminación racial en todas sus formas y a promover ci entendimiento entre todas las razas, y con tal objeto:

a) cada Estado Parte se compromete a no incurrir en ningún acto o práctica de discriminación racial contra personas, grupos de perso​nas o instituciones y a velar por que todas las autoridades públicas e instituciones públicas, nacionales y locales, actúen en conformidad con esta obligación;

      b) cada Estado Parte tomará medidas efectivas para revisar las po​líticas gubernamentales nacionales y locales, y para enmendar, derogar  o
anular las leyes y ¡as disposiciones reglamentarias que tengan como consecuencia crear la discriminación racial o perpetua donde ya exis​ta;

      c) cada Estado Parte prohibirá y hará cesar por todos los medios apropiados, incluso, si lo exigieran las circunstancias, medidas legisla​tivas, la discriminación racial practicada por personas, grupos u orga​nizaciones.

       d)cada Estado Parte se compromete a estimular, cuando fuere el caso, organizaciones y movimientos multirraciales integracionistas y

otros medios encaminados a eliminar las barreras entre las razas, y a

desalentar todo lo que tienda a fortalecer la división racial.

2. Los Estados Partes tomarán, cuando las circunstancias lo aconsejen, medidas especiales y concretas, en las esferas social, económica, cultural y en otras esferas, para asegurar el adecuado desenvolvimien​to y protección de ciertos grupos raciales o de personas pertenecientes a estos grupos, con el fin de garantizar en condiciones de igualdad el pleno disfrute por dichas personas de los derechos humanos y de las Li​bertades fundamentales. Esas medidas en ningún caso podrán tener como consecuencia el mantenimiento de derechos desiguales o sepa​rados para los diversos grupos raciales después de alcanzados los obje​tivos para los cuales se tomaron.

Art. 3º Los Estados Partes condenan especialmente la segrega​ción racial y el «apartheid» y se comprometen a prevenir, prohibir y eli​minar en los territorios bajo su jurisdicción todas las prácticas de esta naturaleza.

Art. 4º Los Estados Partes condenan toda la propaganda y todas las organizaciones que se inspiren en ideas o teorías basadas en la su​perioridad de una raza de un grupo de personas de un determinado co​lor u origen étnico, o que pretendan justificar o promover el odio racial y la discriminación racial, cualquiera que sea su forma y se compro​meten a tomar medidas inmediatas y positivas destinadas a eliminar toda incitación a tal discriminación o actos de tal discriminación, y, con ese fin, teniendo debidamente en cuenta los principios incorporados en la Declaración Universal de Derechos Humanos, así como los derechos expresamente enunciados en el artículo 5ºde la presente Convención, tomarán entre otras las siguientes medidas:

a) declararán como acto punible conforme a la ley toda difusión de ideas basadas en la superioridad o en el odio racial, toda incitación a la discriminación racial, así como todo acto de violencia o toda inci​tación a cometer tales actos contra cualquier raza o grupo de personas de otro color u origen étnico, y toda asistencia a las actividades racis​tas, incluida su financiación;

b) declararán ilegales y prohibirán las organizaciones, así como las actividades organizadas de propaganda y toda otra actividad de pro​paganda, que promuevan la discriminación racial e inciten a ella, y re​conocerán que la participación en tales organizaciones o en tales acti​vidades constituye un delito penado por la ley;

c) no permitirán que las autoridades ni las instituciones públicas nacionales o locales promuevan la discriminación racial o inciten a ella.

Art. 5º En conformidad con las obligaciones fundamentales es​tipuladas en el artículo 2.º de la presente Convención, los Estados Par​tes se comprometen a prohibir y eliminar la discriminación racial en todas sus formas y a garantizar el derecho de toda persona a la igual​dad ante la ley, sin distinción de raza, color y origen nacional o étnico, particularmente en el goce de los derechos siguientes:

a) el derecho a la igualdad de tratamiento en los tribunales y to​dos los demás órganos que administran justicia;

b) el derecho a la seguridad personal ya la protección del Estado contra todo acto de violencia o atentado contra la integridad personal cometido por funcionarios públicos o por cualquier individuo, grupo o institución;

c) los derechos políticos, en particular el de tomar parte en elec​ciones, elegir y ser elegido, por medio del sufragio universal e igual, el de participar en ci gobierno y en la dirección de los asuntos públicos en cualquier nivel, y el de acceso, en condiciones de igualdad, a las fun​ciones públicas:

d) otros derechos civiles, en particular:

i) El derecho a circular libremente ya elegir su residencia en el            

territorio de un Estado;

ii) el derecho a salir de cualquier país, incluso del propio, y regresar 

a su país;

iii) el derecho a una nacionalidad;

iv) el derecho al matrimonio y a la elección del cónyuge;

v) el derecho a ser propietario, individualmente y en asociación Con 

otros;

vi) el derecho a heredar;

vii) el derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de         

religión;

viii) el derecho a la libertad de opinión y de expresión;

ix) el derecho a la libertad de reunión y de asociación pacíficas;

e) los derechos económicos, sociales y culturales, en particular:

i) el derecho al trabajo, a la libre elección de trabajo, a condicio​nes               

equitativas y satisfactorias de trabajo, a la protección contra el  

de​sempleo, a igual salario por trabajo igual y a una remuneración              

equitativa y satisfactoria;

u) el derecho a fundar sindicatos y a sindicarse;

iii) el derecho a la vivienda;

iv) el derecho a la salud pública, la asistencia médica, la seguri​dad 

social y los servicios sociales;

y) el derecho a la educación y la formación profesional;

vi) el derecho a participar, en condiciones de igualdad, en las 

actividades culturales;

f) el derecho de acceso a todos los lugares y servicios destinados al 

uso público., tales como los medios de transporte, hoteles, 

restaurantes, cafés, espectáculos y parques.
Art. 6.º Los Estados Partes asegurarán a todas las personas que se 

hallen bajo su jurisdicción, protección y recursos efectivos, ante los 

tribunales nacionales competentes y otras instituciones del Estado, 

contra todo acto de discriminación racial que, contraviniendo la 

presente Convención, viole sus derechos humanos y libertades 

fundamen​tales así como el derecho a pedir a esos tribunales 

satisfacción o repa​ración justa y adecuada por todo daño de que 

puedan ser víctimas como  consecuencia de tal discriminación.

Art. 7º Los Estados Partes se comprometen a tomar medidas in​mediatas y eficaces, especialmente en las esferas de la enseñanza, la edu​cación, la cultura y la información, para combatir los prejuicios que con​duzcan a la discriminación racial y para promover la comprensión, la tolerancia y la amistad entre las naciones y los diversos grupos raciales o étnicos, así como para propagar los propósitos y principios de la Car​ta de las Naciones Unidas, de la Declaración Universal de Derechos Hu​manos, de la Declaración de las Naciones Unidas sobre la eliminación de todas las formas de discriminación racial y de la presente Conven​ción.

PARTE II

Art. 8º 1. Se constituirá un Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial (denominado en adelante el Comité) compues​to de dieciocho expertos de gran prestigio moral y reconocida impar​cialidad, elegidos por los Estatutos Partes entre sus nacionales, los cua​les ejercerán sus funciones a título personal; en la constitución del Comité se tendrá en cuenta una distribución geográfica equitativa y la representación de las diferentes formas de civilización, así como de los principales sistemas jurídicos.

2. Los miembros del Comité serán elegidos en votación secreta de una lista de personas designadas por los Estados Partes. Cada uno de los Estados Partes podrá designar una persona entre sus propios na​cionales.

3. La elección inicial se celebrará seis meses después de la fecha de entrada en vigor de la presente Convención. Al menos tres meses an​tes de la fecha de cada elección, el Secretario General de las Naciones Unidas dirigirá una carta a los Estados Partes invitándoles a que pre​senten sus candidaturas en un plazo dedos meses. El Secretario Gene​ral preparará una lista por orden alfabético de todas las personas de​signadas de este modo, indicando los Estados Partes que las han designado, y la comunicará a los Estados Partes.

4. Los miembros del Comité serán elegidos en una reunión de los Estados Partes que será convocada por el Secretario General y se cele​brará en la Sede de las Naciones Unidas. En esta reunión, para la cual formarán quórum dos tercios de los Estados Partes, se considerarán ele​gidos para el Comité los candidatos que obtengan el mayor número de votos y la mayoría absoluta de los votos de los representantes de los Es​tados Partes presentes y votantes.

5. a) Los miembros del Comité serán elegidos por cuatro años. No obstante, el mandato de nueve de los miembros elegidos en la pri​mera elección expirará al cabo de dos años; inmediatamente después de la primera elección el Presidente del Comité designará por sorteo los nombres de esos nueve miembros.

b) Para cubrir las vacantes imprevistas, el Estado Parte cuyo ex​perto haya cesado en sus funciones como miembro del Comité, desig​nará entre sus nacionales a otro experto, a reserva de la aprobación del Comité.

6. Los Estados Partes sufragarán los gastos de los miembros mien​tras éstos desempeñen sus funciones.

Art. 9º   1. Los Estados Partes se comprometen a presentar al Se​cretario General de las Naciones Unidas, para su examen por el Comi​té, un informe sobre las medidas legislativas, judiciales, administrati​vas o de otra índole que hayan adoptado y que sirvan para hacer efectivas las disposiciones de la presente Convención: a) dentro del pla​zo de un año a partir de la entrada en vigor de la Convención para el Estado de que se trate; b) en lo sucesivo, cada dos años y cuando el Co​mité lo solicite. El Comité puede solicitar más información a los Esta​dos Partes.

2. El Comité informará cada año, por conducto del Secretario Ge​neral, a la Asamblea General de las Naciones Unidas sobre sus activi​dades y podrá hacer sugerencias y recomendaciones de carácter gene​ral basadas en el examen de los informes y de los datos transmitidos por los Estados Partes. Estas sugerencias y recomendaciones de carácter ge​neral se comunicarán a la Asamblea General, junto con las observacio​nes de los Estados Partes, si las hubiere.

Art. 10.º 1. El Comité aprobará su propio reglamento.

2.El Comité elegirá su Mesa por un período de dos años.

3. El Secretario General de las Naciones Unidas facilitará al Co​mité los servicios de secretaría.

4. Las reuniones del Comité se celebrarán normalmente en la Sede de las Naciones Unidas.
Art. 11.º 1. Si un Estado Parte considera que otro Estado Parte no cumple las disposiciones de la presente Convención, podrá señalar el asunto a la atención del Comité. El Comité transmitirá la comunica​ción correspondiente al Estado Parte interesado. Dentro de los tres me​ses, el Estado que recibe la comunicación presentará al Comité expli​caciones o declaraciones por escrito para aclarar la cuestión y exponer qué medida correctiva hubiere, en su caso, adoptado.

2.Si el asunto no se resuelve a satisfacción de ambas partes, me​diante 

negociaciones bilaterales o algún otro procedimiento adecuado, 

en un plazo de seis meses a partir del momento en que el Estado desti​natario reciba la comunicación inicial, cualquiera de los dos Estados tendrá derecho a someter nuevamente el asunto al Comité mediante la 

notificación al Comité y al otro Estado.

3. El Comité conocerá de un asunto que se le someta, de acuerdo con el párrafo 2 del presente artículo, cuando se haya cerciorado de que se han interpuesto y agotado todos los recursos de jurisdicción interna, de conformidad con los principios del derecho internacional general​mente admitidos. No se aplicará esta regla cuando la substanciación de los mencionados recursos se prolongue injustificadamente.

4. En todo asunto que se le someta, el Comité podrá pedir a los Estados Partes interesados que faciliten cualquier otra información per​tinente.

5. Cuando el Comité entienda en cualquier asunto derivado del pre​sente artículo, los Estados Partes interesados podrán enviar un repre​sentante, que participará sin derecho a voto en los trabajos del Comité mientras se examine el asunto.

Art. 12.º 1. a) Una vez que el Comité haya obtenido y estudiado toda la información que estime necesaria, el Presidente nombrará una

Comisión Especial de Conciliación (denominada en adelante la Comisión), integrada por cinco personas que podrán o no ser miembros del

Comité. Los miembros de la Comisión serán designados con el consen​timiento pleno y unánime de las partes en la controversia y sus buenos oficios se pondrán a disposición de los Estados interesados a fin de lle​gar a una solución amistosa del asunto, basada en el respeto a la pre​sente Convención.

b) Si, transcurridos tres meses, los Estados Partes en la contro​versia no llegan a un acuerdo sobre la totalidad o parte de los miem​bros de la Comisión, los miembros sobre los que no haya habido acuer​do entre ¡os Estados Partes en la controversia serán elegidos por el Comité, de entre sus miembros, por voto secreto y por mayoría de dos tercios.

2. Los miembros de la Comisión ejercerán sus funciones a título personal. No deberán ser nacionales de los Estados Partes en la con​troversia, ni tampoco de un Estado que no sea parte en la presente Con​vención.

3. La Comisión elegirá su propio Presidente y aprobará su propio reglamento.

4. Las reuniones de la Comisión se celebrarán normalmente en la Sede de las Naciones Unidas o en cualquier otro lugar conveniente que la Comisión decida.

5.
La secretaria prevista en el párrafo 3 del articulo 10 prestará tam​bién servicios a la Comisión cuando una controversia entre Estados Par​tes motive su establecimiento.

6.
Los Estados Partes en la controversia compartirán por igual todos ​los gastos de los miembros de la Comisión, de acuerdo con una es​tación que hará el Secretario General de las Naciones Unidas.

7.
El Secretario General podrá pagar, en caso necesario, los gastos de los miembros de la Comisión, antes de que los Estados Partes en controversia sufraguen los costos de acuerdo con el párrafo 6 deI pre​sente artículo.

8. La información obtenida y estudiada por el Comité se facilitará la Comisión, y ésta podrá pedir a los Estados interesados que facili​ten cualquier otra información pertinente.

Art, 13.º 1. Cuando la Comisión haya examinado detenidament​e el asunto, preparará y presentará al Presidente del Comité un infor​me en el que figuren sus conclusiones sobre todas las cuestiones de he​cho pertinentes al asunto planteado entre las partes y las recomendaciones que la Comisión considere apropiadas para la solu​ción amistosa de la controversia.

2. El Presidente del Comité transmitirá el informe de la Comisión a cada uno de los Estados Partes en la controversia. Dentro de tres me​ses, dichos Estados notificarán al Presidente del Comité si aceptan o no las recomendaciones contenidas en el informe de la Comisión.

3. Transcurrido el plazo previsto en el párrafo 2 del presente artí​culo, el Presidente del Comité comunicará el informe de la Comisión y las declaraciones de los Estados Partes interesados a los demás Estados Panes en la presente Convención.

Art. 14.º 1. Todo Estado Parte podrá declarar en cualquier mo​mento que reconoce la competencia del Comité para recibir y examinar comunicaciones de personas o grupos dc personas comprendidas den​tro de su jurisdicción, que alegaren ser víctimas de violaciones, por par​te de ese Estado, de cualquiera de los derechos estipulados en la pre​sente Convención. El Comité no recibirá ninguna comunicación referente a un Estado Parte que no hubiere hecho tal declaración (28).

2. Todo Estado Parte que hiciere una declaración conforme al pá​rrafo 1 del presente articulo podrá establecer o designar un órgano, den​tro de su ordenamiento jurídico nacional, que será competente para re​cibir y examinar peticiones de personas o grupos de personas comprendidas dentro de su jurisdicción, que alegaren ser víctimas de violaciones de cualquiera de los derechos estipulados en la presente Con​vención y hubieren agotado los demás recursos locales disponibles.

3. La declaración que se hiciere en virtud del párrafo 1 del pre​sente articulo y el nombre de cualquier órgano establecido o designado con arreglo al párrafo 2 del presente artículo serán depositados, por el Estado Parte interesado, en poder del Secretario General de las Nacio​nes Unidas, quien remitirá copias de los mismos a los demás Estados Partes. Toda declaración podrá retirarse en cualquier momento mediante notificación dirigida al Secretario General, pero dicha notificación no surtirá efectos con respecto a las comunicaciones que el Comité tenga pendientes. 

4.
El órgano establecido o designado de conformidad con el pá​rrafo 2 del presente artículo llevará un registro de las peticiones y depositará anualmente, por los conductos pertinentes, copias certificadas del registro en poder del Secretario General, en el entendimiento de que el contenido de las mismas no se dará a conocer públicamente, 

5. En caso de que no obtuviere reparación satisfactoria del órgano establecido o designado con arreglo al párrafo 2 del presente artículo, el peticionario tendrá derecho a comunicar el asunto al Comité dentro de los seis meses. 

6.
a) El Comité señalará confidencialmente toda comunicación  que se le remita a la atención del Estado Parte contra quien se alegare una violación de cualquier disposición de la presente Convención, pero

la identidad de las personas o grupos de personas interesadas no se revelará sin su consentimiento expreso. El Comité no aceptará comunicaciones anónimas.

b)
Dentro de los tres meses, el Estado que reciba la comunicación presentará al Comité explicaciones o declaraciones por escrito para aclarar la cuestión y exponer qué medida correctiva, si la hubiere, ha adop​tado.

7.
a) El Comité examinará las comunicaciones teniendo en cuen​ta todos los datos puestos a su disposición por ci Estado Parte interesado y por el peticionario. El Comité no examinará ninguna comuni​cación de un peticionario sin antes cerciorarse de que dicho peticionado ha agotado todos los recursos internos disponibles. Sin embargo, no se aplicará esta regla cuando la substanciación de los mencionados re​cursos se prolongue injustificadamente.

b)
El Comité presentará al Estado Parte interesado y al peticionario sus sugerencias y recomendaciones, si las hubiere.

8.
El Comité incluirá en su informe anual un resumen de tales co​municaciones y, cuando proceda, un resumen de las explicaciones y de​claraciones de los Estados Partes interesados, así como sus propias su​gerencias y recomendaciones.

9.
El Comité será competente para desempeñar las funciones previstas en este artículo sólo cuando diez Estados Partes en la presente Convención, por lo menos, estuvieren obligados por declaraciones pre​sentadas de conformidad con el párrafo 1 de este artículo.

Art. 15.º 1. En tanto no se alcancen los objetivos de la Declara​ción sobre la concesión de la independencia a los países y pueblos co​loniales que figura en la resolución 1514 (XV) de la Asamblea General de 14 de diciembre de 1960, las disposiciones de la presente Convención no limitarán de manera alguna el derecho de petición concedido a esos pueblos por otros instrumentos internacionales o por las Naciones Unidas y sus organismos especializados.

2.
a) El Comité constituido en virtud del párrafo 1 del artículo

8.º de la  presente Convención recibirá copia de las peticiones de los órganos de las Naciones Unidas que entienden de asuntos directamente relacionados con lo principios y objetivos de la presente Convención, y comunicará a dichos órganos, sobre dichas peticiones, sus opiniones y recomendaciones, al considerar las peticiones presentadas por los ha​bitantes de los territorios bajo administración fiduciaria o no autóno​mos, y de cualesquiera otros territorios a los cuales se aplique la reso​lución 1514 (XV) de la Asamblea General, relativas a asuntos tratados en la presente Convención y sometidos a examen de los mencionados órganos.

b)
El Comité recibirá de los órganos competentes de las Naciones Unidas copia de los informes sobre las medidas legislativas, judiciales, administrativas o de otra índole que, en relación directa con los princi​pios y objetivos de esta Convención, hayan aplicado las Potencias ad​ministradoras en los territorios mencionados en el anterior inciso a), y comunicará sus opiniones y recomendaciones a esos órganos.

3.
El Comité incluirá en su informe a la Asamblea General un re​sumen de las peticiones e informes que haya recibido de los órganos de las Naciones Unidas y las opiniones y recomendaciones que les haya co​municado acerca de tales peticiones e informes.

4.
El Comité pedirá al Secretario General de las Naciones Unidas toda la información disponible que guarde relación con los objetivos de la presente Convención y que se refiere a los territorios mencionados en el inciso a) del párrafo 2 del presente artículo.

Art. 162 Las disposiciones de la presente Convención relativas al arreglo de controversias o denuncias regirán sin perjuicio de otros procedimientos para solucionar las controversias o denuncias en materia de discriminación establecidos en los instrumentos constitucionales de las Naciones Unidas y sus organismos internacionales o en convencio​nes aprobadas por ellos, y no impedirán que los Estados Partes recu​rran a otros procedimientos para resolver una controversia, de confor​midad con convenios internacionales generales o especiales que estén en vigor entre ellos.

PARTE III

Art. 17º 1. La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados Miembros de las Naciones Unidas o miembros de algún organismo especializado, así como de todo Estado Parte en el Estatuto de la Corte Internacional de Justicia y de cualquier otro Estado mi invitado por la Asamblea General de las Naciones Unidas a ser parte en la presente Convención.


2.  La presente Convención está sujeta a ratificación. Los instrumentos de ratificación se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.

Art. 18.º1. La presente Convención quedará abierta a la adhesión
de cualquiera de los Estados mencionados en el párrafo 17 “supra”.

2. Los instrumentos de adhesión se depositarán en poder del secretario general de las Naciones Unidas.

Art. 19º. 1 La presente Convención entrará en vigor  el trigésimo día  a partir de la fecha en que haya sido  depositado el vigésimo séptimo instrumento de ratificación y adhesión en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.

2.Para cada Estado que ratifique la presente Convención o se ad​hiera a ella después de haber sido depositado el vigésimo séptimo ins​trumento de ratificación o de adhesión, la Convención entrará en vigor  el trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado un Instrumento de ratificación o de adhesión.

Art. 20º. 1  El Secretario General de las Naciones Unidas recibi​rá y comunicará a todos los Estados que sean o lleguen a ser partes en la presente Convención los textos de las reservas formuladas por los Es​tados en el momento de la ratificación o de la adhesión. Todo Estado que d tenga objeciones a una reserva notificará al Secretario General que no la acepta, y esta notificación deberá hacerse dentro de los noventa días siguientes a la fecha de la comunicación del Secretario General.

2.No se aceptará ninguna reserva incompatible con el objeto y el propósito de la presente Convención, ni se permitirá ninguna reserva que pueda inhibir el funcionamiento de cualquiera de los órganos es​tablecidos en virtud de la presente Convención. Se considerará que una reserva es incompatible o inhibidora si, por lo menos, las dos terceras partes de los Estados Partes en la Convención formulan objeciones a la misma.

3. Toda reserva podrá ser retirada en cualquier momento, en​viándose para ello una notificación al Secretario General. Esta notifi​cación surtirá efecto en la fecha de su recepción.

Art. 21º. Todo Estado Parte podrá denunciar la presente Conven​ción mediante notificación dirigida al Secretario General de las Nacio​nes Unidas. La denuncia surtirá efecto un año después de la fecha en que el Secretario General haya recibido la notificación.

Art. 22º. Toda controversia entre dos o más Estados Partes con respecto a la interpretación o a la aplicación de la presente Convención, que no se resuelva mediante negociaciones o mediante los procedi​mientos que se establecen expresamente en ella, será sometida a la de​cisión de la Corte Internacional de Justicia a instancia de cualquiera de las partes en la controversia, a menos que éstas convengan en otro modo de solucionarla.

Art. 23º. 1. Todo Estado Parte podrá formular en cualquier tiempo una demanda de revisión de la presente Convención por medio de notificación escrita dirigida al Secretario General de las Naciones Uni​das.

2.La Asamblea General de las Naciones Unidas decidirá sobre las medidas que deban tomarse, si hubiere lugar, respecto a tal demanda.

Art. 24º.  El Secretario General de las Naciones Unidas comuni​cará a todos los Estados mencionados en el párrafo 1 del artículo 17 «supra»:

a) las firmas, ratificaciones y adhesiones conformes con lo dis​puesto en los artículos 17 y 18;

b) la fecha en que entre en vigor la presente Convención, confor​me a lo dispuesto en el articulo 19;

c) las comunicaciones y declaraciones recibidas en virtud de los artículos 14,20 y 23;

cl) las denuncias recibidas en virtud del artículo 21.

Art. 25º. 1. La presente Convención, cuyos textos en chino, es​pañol, francés, ingles y ruso son igualmente auténticos, será deposita​da en los archivos de las Naciones Unidas.

2.
El Secretario General de las Naciones Unidas enviará certifica​ciones de la presente Convención a todos los Estados pertenecientes a cualquiera de las categorías mencionadas en el párrafo 1 del artículo 17 «supra».

III  
Declaración de la





UNESCO sobre la raza y





los prejuicios raciales
Aprobada por la Conferencia General en su 20ª. reunión

París, 27 de noviembre de 1981

La Conferencia General de la Organización de las Naciones Unidas, para la Educación, la Ciencia y la Cultura, reunida en París en su 20ª. reunión, el 27 de noviembre de 1978, aprobó unánimemente y por acla​mación la siguiente Declaración:

Preámbulo

La Conferencia General de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura, reunida en París, en su 20ª.  reunión, del 24 de octubre al 28 de noviembre de 1978,

Recordando que en el Preámbulo de la Constitución de la Unes​co, aprobada el 16 de noviembre de 1945, se dice que «la grande y te​rrible guerra que acaba de terminar no hubiera sido posible sin la ne​gación de los principios democráticos de la dignidad, de igualdad y el respeto mutuo de ‘os hombres, y sin la voluntad de sustituir tales principios, explotando los prejuicios y la ignorancia, por el dogma de la desigualdad de los hombres y de las razas», y que según el artícu​lo 1 de dicha Constitución, la Unesco «se propone contribuir a la paz y a la seguridad estrechando, mediante la educación, la ciencia y la cultura, la colaboración entre las naciones, a fin de asegurar el res​peto universal a la justicia, a la ley, a los derechos humanos y a las li​bertades fundamentales que sin distinción de raza, sexo, idioma o re​ligión, la Carta de las Naciones Unidas reconoce a todos los pueblos del mundo»,

Reconociendo que, más de tres decenios después de fundarse la Unes​co, esos principios siguen siendo tan importantes como en la época en que se inscribieron en su Constitución,

Consciente del proceso de descolonización y de otros cambios his​tóricos que han conducido a la mayor parte de los pueblos otrora do​minados a recobrar la soberanía, haciendo de la comunidad interna​cional un conjunto a la vez universal y diversificado y creando nuevas posibilidades de eliminar la plaga del racismo y de poner fin a sus manifestaciones odiosas en todos los planos de la vida social y política en el marco nacional y en el internacional,

Persuadida de que la unidad intrínseca de la especie humana, y por consiguiente, la igualdad fundamental de todos los seres humanos y to​dos los pueblos, reconocidos por las más elevadas manifestaciones de la filosofía, de la moral y de la religión, reflejan un ideal hacia el cual convergen hoy día la ética y la ciencia,

Persuadida de que todos los pueblos y todos los grupos humanos, sea cual sea su composición y origen étnico, contribuyen con arreglo a su propio genio al progreso de las civilizaciones y de las culturas que, en su pluralidad y gracias a su interpretación, constituyen el patrimo​nio común de la humanidad,

Confirmando su adhesión a los principios proclamados por la Car​ta de las Naciones Unidas y por la Declaración Universal de Derechos Humanos, así como su voluntad de promover la aplicación de los pac​tos internacionales relativos a los derechos humanos y de la Declara​ción sobre el establecimiento de un nuevo orden económico interna​cional,

Resuelta a promover, asimismo, la aplicación de la Declaración y de la Convención internacional de las Naciones Unidas sobre ]a elimina​ción de todas las formas de discriminación racial,

Tomando nota de la Convención internacional para la prevención y la sanción del delito de genocidio, la Convención internacional sobre la represión y el castigo del crimen de apartheid y la Convención sobre la imprescriptibilidad de los crímenes de guerra y de los crímenes de lesa humanidad,

Recordando también los instrumentos internacionales ya aprobados por la Unesco, y en particular la Convención y la Recomendación rela​tivas a la lucha contra las discriminaciones en la esfera de la enseñan​za, la Recomendación relativa a la situación del personal docente, la De​claración de los principios de la cooperación cultural internacional, la Recomendación sobre la educación para la comprensión, la coopera​ción y la paz internacionales y la educación relativa a los derechos hu​manos y las libertades fundamentales, la Recomendación relativa a la situación de los investigadores científicos y la Recomendación relativa a la participación y la contribución de las masas populares en la vida cultural,

Teniendo presente las cuatro declaraciones sobre el problema de la raza aprobadas por expertos reunidos por la Unesco,

Reafirmando su deseo de participar de modo enérgico y constructi​vo en la aplicación del Programa del Decenio de la Lucha contra el Ra​cismo y la Discriminación, Racial, definido por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su vigésimo octavo período de sesiones,

              Observando con la más viva preocupación que el racismo, la discri​minación racial, el colonialismo y el apartheid siguen causando estra​gos en el mundo bajo formas siempre renovadas, tanto por el  manteni​miento de disposiciones legislativas y de prácticas de gobierno y de administración contrarias a los principios de los derechos humanos, como por la permanencia de estructuras políticas y sociales y de rela​ciones y actitudes caracterizadas por la injusticia y el desprecio de la persona humana y Que engendran la exclusión, la humillación y la ex​plotación, o la asimilación forzada de los miembros de grupos desfa​vorecidos.

Manifestando su indignación ante estos atentados contra la digni​dad del hombre, deplorando los obstáculos que oponen a la compren​sión mutua entre los pueblos y alarmada ante el peligro que entrañan de perturbar seriamente la paz y la seguridad internacionales,

Aprueba y proclamo solemnemente la presente Declaración sobre la Raza y los Prejuicios Raciales:

Articulo 1º. 1 Todos los seres humanos pertenecen a la misma especie y tienen el mismo origen. Nacen iguales en dignidad y derechos y todos forman parte integrante de la humanidad.

2.
Todos los individuos y los grupos tienen derecho a ser diferen​tes, a considerarse y ser considerados como tales. Sin embargo, la di​versidad de las Cormas de vida ye! derecho a la diferencia no pueden en ningún caso servir de pretexto a los prejuicios raciales; no pueden Iegi- timar ni en derecho ni de hecho ninguna práctica discriminatoria, ni fundar la política de apartheid que constituye la forma extrema del ra​cismo.

3.
La identidad de origen no afecta en modo alguno la facultad que tienen los seres humanos de vivir diferentemente, ni las diferencias fun​dadas en la diversidad de las culturas, del medio ambiente y de la his​toria, ni el derecho de conservar la identidad cultural.

4.
Todos los pueblos del mundo están dotados de las mismas fa​cultades que les permiten alcanzarla plenitud del desarrollo intelectual, técnico, social, económico, cultural y político.

5.
Las diferencias entre las realizaciones de los diferentes pueblos se explican enteramente por factores geográficos, históricos, políticos, económicos, sociales y culturales. Estas diferencias no pueden en nin​gún caso servir de pretexto a cualquier clasificación jerarquizada de las naciones y los pueblos.

Art. 2º. 1. Toda teoría que invoque una superioridad o inferiori​dad intrínseca de grupos raciales o étnicos que dé a unos el derecho de dominar o eliminar a los demás, presuntos inferiores, oque haga juicios de valor basados en una diferencia racial, carece de fundamento cientí​fico y es contraria a los principios morales y éticos de la humanidad.

2. El racismo engloba las ideologías racistas, las actitudes funda​das en los prejuicios raciales, los comportamientos discriminatorios, las disposiciones estructurales y las prácticas institucionalizadas que pro​vocan la desigualdad racial, así como la idea falaz de que las relaciones discriminatorias entre grupos son moral y científicamente justificables; se manifiesta por medio de disposiciones legislativas o reglamentarias y prácticas discriminatorias, así como por medio de creencias y actos antisociales; obstaculiza el desenvolvimiento de sus víctimas, pervierte a quienes lo ponen en práctica, divide a las naciones en su propio seno, constituye un obstáculo para la cooperación internacional y crea ten​siones políticas entre los pueblos; es contrario a los principios funda​mentales del derecho internacional y, por consiguiente, perturba gra​vemente la paz y la seguridad internacionales.

3. El prejuicio racial, históricamente vinculado a las desigualda​des de poder, que tiende a agudizarse a causa de las diferencias econó​micas y sociales entre los individuos y los grupos humanos y a justifi​car, todavía hoy, esas desigualdades, está totalmente desprovisto de fundamento.

Art. 3º. Es incompatible con las exigencias de un orden interna​cional justo y que garantice el respeto de los derechos humanos, toda distinción, exclusión, restricción o preferencia basada en la raza, el co​lor, el origen étnico o nacional, o la intolerancia religiosa motivada por consideraciones racistas, que destruye o compromete la igualdad sobe​rana de los Estados y el derecho de los pueblos a la libre determinación o que limita de un modo arbitrario o discriminatorio el derecho al de​sarrollo integral de todos los seres y grupos humanos; este derecho im​plica un acceso en plena igualdad a los medios de progreso y de reali​zación colectiva e individual en un clima de respeto por los valores de la civilización y las culturas nacionales y universales.

Art. 4º. 1. Toda traba a la libre realización de los seres humanos y a la libre comunicación entre ellos, fundada en consideraciones ra​ciales o étnicas es contraria al principio de igualdad en dignidad y de​rechos y es inadmisible.

2. El apartheid es una de las violaciones más graves de ese prin​cipio y, como el genocidio, constituye un crimen contra la humanidad que perturba gravemente la paz y la seguridad internacionales.

3. Hay otras políticas y prácticas de segregación y discriminación raciales que constituyen crímenes contra la conciencia y la dignidad de la humanidad y pueden crear tensiones políticas y perturbar gravemente la paz y la seguridad internacionales.

Art. 5º. 1. La cultura, obra de todos los seres humanos y patri​monio común de la humanidad, y la educación, en el sentido más am​plio de la palabra, proporcionan a los hombres y a las mujeres medios cada vez más eficaces de adaptación, que no sólo les permiten afirmar que nacen iguales en dignidad y derechos, sino también reconocer que deben respetar el derecho de todos los grupos humanos a la identidad cultural y al desarrollo de su propia vida cultural en el marco nacional e internacional, en la inteligencia de que corresponde a cada grupo el decidir con toda libertad si desea mantener y, llegado el caso, adaptar o enriquecer los valores que considere esenciales para su identidad.

2.
El Estado, de conformidad con sus principios y procedimien​tos constitucionales, así como todas las autoridades competentes y todo el cuerpo docente, tienen la responsabilidad de procurar que los recur​sos en materia de educación de todos los países se utilicen para com​batir el racismo, en particular haciendo que los programas y los libros de texto den cabida a nociones científicas y éticas sobre la unidad y la diversidad humanas y estén exentos de distinciones odiosas respecto de algún pueblo; asegurando la formación del personal docente con esos fines; poniendo los recursos del sistema escolar a disposición de todos los grupos de población sin restricción ni discriminación alguna de ca​rácter racial y tomando las medidas adecuadas para remediar las res​tricciones impuestas a determinados grupos raciales o étnicos en lo que respecta al nivel de educación y al nivel de vida y con el fin de evitar en panicular que sean transmitidas a los niños.

3.
Se exhorta a los grandes medios de información y a quienes los controlan o están a su servicio, así como a todo grupo organizado en el seno de las comunidades nacionales —teniendo debidamente en cuen​ta los principios formulados en la Declaración Universal de Derechos Humanos, en especial el principio de la libertad de expresión— a que promuevan la comprensión, la tolerancia y la amistad entre las perso​nas y los grupos humanos, y a que contribuyan a erradicar el racismo, la discriminación y los prejuicios raciales, evitando en particular que se presente a las personas y a los diferentes grupos humanos de manera estereotipada, parcial, unilateral o capciosa. La comunicación entre los grupos raciales y étnicos deberá constituir un proceso reciproco que les permita manifestarse y hacerse entender plenamente y con toda liber​tad. En consecuencia, los grandes medios de información deberían abrir​se a las ideas de las personas y de los grupos que facilitan esa comuni​cación.

Art. 6º. 1. El Estado asume responsabilidades primordiales en la aplicación de los derechos humanos y de las libertades fundamenta​les por todos los individuos y todos los grupos humanos en condiciones de plena igualdad de dignidad y derechos.

2.
En el marco de su competencia y de conformidad con sus dis​posiciones constitucionales, el Estado debería tomar todas las medidas adecuadas, incluso por la vía legislativa, sobre todo en tas esferas de la educación, la cultura y la información, con el fin de prevenir, prohibir y eliminar el racismo, la propaganda racista, la segregación racial y el apartheid, así como de fomentar la difusión de conocimientos y de los resultados de investigaciones pertinentes en materia de ciencias natu​rales y sociales sobre las causas y la prevención de los prejuicios racia​les y de las actitudes racistas, teniendo debidamente en cuenta los prin​cipios formulados en la Declaración Universal de Derechos Humanos y en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.

3. Dado que la legislación que proscribe la discriminación racial puede no bastar por sí sola para lograr tales fines, corresponderá tam​bién al Estado completarla mediante un aparato administrativo encar​gado de investigar sistemáticamente los casos de discriminación racial, mediante una gama completa de recursos jurídicos contra los actos de discriminación racial y por medio de programas de educación y de in​vestigación de gran alcance destinados a luchar contra los prejuicios ra​ciales y la discriminación racial, así como mediante programas de me​didas positivas de orden político, social, educativo y cultural adecuadas para promover un verdadero respeto mutuo entre los grupos humanos. Cuando las circunstancias lo justifiquen, deberán aplicarse programas especiales para promover la mejora de la situación de los grupos me​nos favorecidos y, cuando se trate de nacionales, para lograr su partici​pación eficaz en los procesos decisorios de la comunidad.

Art. 7º. Junto alas medidas políticas, económicas y sociales, el de​recho constituye uno de los principales medios de conseguir la igual​dad, en dignidad y en derechos, entre los individuos, y de reprimir toda propaganda, toda organización y toda práctica que se inspiren en ideas o teorías basadas en ]a pretendida superioridad de grupos raciales o ét​nicos o que pretendan justificar o estimular cualquier forma de odio y de discriminación raciales. Los Estados deberían tomar medidas jurí​dicas apropiadas y velar por que todos sus servicios las cumplan y apli​quen, teniendo debidamente en cuenta los principios formulados en la Declaración Universal de Derechos Humanos. Esas medidas jurídicas deben insertarse en un marco político, económico y social adecuado para favorecer su aplicación. Los individuos y las demás entidades jurídicas, públicas o privadas, deberán observarlas y contribuir por todos los me​dios adecuados a su comprensión y puesta en práctica por toda la po​blación.

Art. 8º. 1. Los individuos, habida cuenta del derecho que tienen a que reine en los planos nacional e internacional un orden económico, social, cultural y jurídico tal que les permita ejercer todas sus faculta​des con plena igualdad de derechos y oportunidades, tienen los debe​res correspondientes respecto de sus semejantes, de la sociedad en que viven y de la comunidad internacional. Tienen, por consiguiente, el deber de promover la armonía entre los pueblos, de luchar contra el ra​cismo y los prejuicios raciales y de contribuir con todos los medios de que dispongan a la eliminación de todas las formas de discriminación racial.

2.En lo que respecta a los prejuicios, los comportamientos y las prácticas racistas, los especialistas de las ciencias naturales, las cien​cias sociales y los estudios culturales, así como las organizaciones y aso​ciaciones científicas, están llamados a realizar investigaciones objeti​vas sobre unas bases ampliamente interdisciplinarias; todos los Estados deben alentarles a ello.

3.Incumbe, en particular, a los especialistas procurar por todos los medios de que dispongan que sus trabajos no sean presentados de una manera fraudulenta y ayudar al público a comprender sus resulta​dos.

Art. 9º. 1. El principio de la igualdad en dignidad y derechos de todos los seres humanos y de todos los pueblos, cualquiera que sea su raza, su color y su origen, es un principio generalmente aceptado y re​conocido por e1 derecho internacional. En consecuencia, toda forma de discriminación racial practicada por el Estado constituye una violación del derecho internacional que entraña su responsabilidad internacional.

2.Deben tomarse medidas especiales a fin de garantizar la igual​dad en dignidad y derechos de los individuos y los grupos humanos, don​dequiera que ello sea necesario, evitando dar a esas medidas un carác​ter que pudiera parecer discriminatorio en el plano racial. A este respecto, se deberá prestar una atención particular a los grupos racia​les o étnicos social o económicamente desfavorecidos, a fin de garanti​zarles, en un plano de toda igualdad y sin discriminaciones ni restric​ciones, la protección de las leyes y los reglamentos, así como los beneficios de las medidas sociales en vigor, en particular en lo que res​pecta al alojamiento, al empleo y ala salud, de respetar la autenticidad dc su cultura y de sus valores, y de facilitar, especialmente por medio de la educación, su promoción social y profesional.

3.Los grupos de población de origen extranjero, en par mular los trabajadores migrantes y sus familias, que contribuyen al desarrollo del país que los acoge, deberán beneficiar de medidas adecuadas destina​das a garantizarles la seguridad y el respeto de su dignidad y de sus va​lores culturales, ya facilitarles la adaptación en el medio ambiente que les acoge y la promoción profesional, con miras a su reintegración ul​terior a su país de origen y a que contribuyan a su desarrollo; también debería favorecerse la posibilidad de que se enseñe a los niños su len​gua materna.

4.Los desequilibrios existentes en las relaciones económicas internacionales contribuyen a exacerbar el racismo y los prejuicios raciales, en consecuencia, todos los Estados deberían esforzarse en con​tribuir a reestructurar la economía internacional sobre la base de una mayor equidad.

Art. 10º. Se invita a las organizaciones internacionales, universa​les y regionales, gubernamentales y no gubernamentales, a que presten su cooperación y ayuda dentro de los límites de sus competencias res​pectivas y de sus medios, a la aplicación plena y entera de los principios enunciados en la presente Declaración, contribuyendo así a la lucha le​gítima de todos los seres humanos, nacidos iguales en dignidad y en de​rechos, contra la tiranía y la opresión del racismo, de la segregación ra​cial, del apartheid y del genocidio, a fin de que todos los pueblos del mundo se libren para siempre de esos azotes.

RESOLUCIÓN DE APLICACIÓN DE LA DECLARACIÓN

La Conferencia General, en su 2ª.  reunión.

Considerando que, en virtud de su misión constitucional en las es​feras de la educación, de la ciencia, la cultura y la información, la Unes​co está llamada a señalar a la atención de los Estados y los pueblos los problemas vinculados a todos los aspectos de la cuestión racial y de los prejuicios raciales,

Considerando la Declaración de la Unesco sobre la Raza y los Pre​juicios Raciales aprobada el día 27 de noviembre de 1978,

1. Insta a los Estados Miembros a:

a) Considerar la posibilidad de ratificar, de no haberlo hecho toda​vía, los instrumentos internacionales que tienen por objeto contribuir a la lucha contra la discriminación racial y a eliminarla y, en particular, la Convención internacional sobre la eliminación de todas las formas de dis​criminación racial, la Convención internacional sobre la represión y el castigo del crimen de apartheid, así como la Convención de la Unesco re​lativa a la lucha contra las discriminaciones en la esfera de la enseñanza;

b) Tomar, inspirándose a ese efecto en las disposiciones de los ar​tículos 4 y 6 de la Convención internacional sobre la eliminación de to​das las formas de discriminación racial, las medidas adecuadas, com​prendidas medidas legislativas, con miras esencialmente a prevenir y reprimir los actos de discriminación racial y lograr que las víctimas de la discriminación reciban una reparación justa y adecuada;

c) Comunicar al Director General todas las informaciones perti​nentes sobre las medidas que hayan tomado con el propósito de poner en práctica los principios enunciados en la Declaración;

2. Pide al Director General:

a) Que basándose en las informaciones facilitadas por los Estados Miembros y las demás informaciones que haya recogido según los mé​todos que juzgue adecuados, y sobre las que tenga pruebas fehacientes, establezca un informe global de la situación en el mundo en lo que res​pecta a las materias relacionadas con la Declaración, y que a ese efec​to, se haga ayudar, silo juzga oportuno, por uno o varios expertos in​dependientes de competencia reconocida en esas materias;

b) Que al preparar su informe, en el que formulará cuantas ob​servaciones juzgue apropiadas, tenga debidamente en cuenta los trabajos de los diversos órganos internacionales creados para poner en práctica los instrumentos jurídicos relativos a la lucha contra el racismo y la dis​criminación racial o que contribuyan con sus actividades a esa lucha en la esfera general de los derechos humanos;

C) Que presente a la Conferencia General su informe y le someta para decisión y con la debida antelación, tomando como base el infor​me mencionado y el debate que haya tenido lugar sobre los problemas de la raza y de los prejuicios raciales, cuantas observaciones generales y recomendaciones se consideren necesarias para promover la aplica​ción de la Declaración;

d)
Que asegure la más amplia difusión posible del texto de la De​claración y, con este fin, que publique y haga distribuir el texto no sólo en los idiomas oficiales sino también, hasta donde lo permitan sus re​cursos, en todos los idiomas posibles;

e)
Que comunique la Declaración al Secretario General de las Na​ciones Unidas, rogándole que someta a la Asamblea General de las Na​ciones Unidas las propuestas pertinentes para reforzar los métodos de solución pacífica de las controversias relativas a la eliminación de la dis​criminación racial.

IV

Declaración de las

Instituciones Europeas



 Contra el racismo y la

Xenofobia

11 de junio de 1986

El Parlamento Europeo, el Consejo, los representantes de los Esta​dos Miembros reunidos en ti seno del Consejo y la Comisión de la Co​munidad Europea

_Constatando la existencia y el aumento de la Comunidad de ac​titudes, de movimientos y de actos de violencia xenófobos en muchos lugares, que a menudo van dirigidos contra los inmigrantes.

—
Considerando la importancia primordial que las Instituciones de las Comunidades conceden al respeto de los derechos fundamentales proclamados solemnemente en la Declaración común de 5 de abril de 1977, así como al principio de la libre circulación de las personas la for​ma prevista por el Tratado de Roma.

—
Considerando que el respeto a la dignidad de la persona huma​na y la erradicación de las manifestaciones de discriminación racial for​man parte del patrimonio cultural y Jurídico común de todos los Esta​dos Miembros.

—
Conscientes de la contribución positiva que los trabajadores ori​ginarios de otros Estados Miembros o de países terceros han aportado y pueden continuar aportando al desarrollo de los Estados miembros en el que residen legalmente y del beneficio que de ello resulta para la Comunidad en su conjunto.

 --- Condenan enérgicamente cualquier manifestación de intoleran​cia y de uso de la fuerza contra una persona o grupo de personas por motivos de diferencia racial, religiosa, cultural, social o nacional.

--   Afirman su voluntad de salvaguardar la personalidad y la digni​dad de cada miembro de la sociedad, y de rechazar cualquier forma de segregación hacia los extranjeros.

—
Consideran indispensable que se adopten las medidas necesarias a fin de garantizar la realización de dicha voluntad.

—
Están determinados a continuar los esfuerzos ya comenzados para proteger la individualidad y la dignidad de todos los miembros de [a sociedad y a rechazar cualquier forma de segregación respecto de los extranjeros.
—      Resaltan la importancia de una información adecuada y de una sensibilización de todos los ciudadanos ante los peligros del racismo y la xenofobia y la necesidad de velar porque se evite o reprima cualquier  acto racista o xenófobo.

v. Declaración y plan de acción 

          sobre la lucha contra el

         racismo, la xenofobia, el

         antisemitismo y la intolerancia. 

Cumbre del Consejo de Europa

Viena-93

Declaración de Viena

Viena, 8 de octubre de 1993

Nosotros, Jefes de Estado y de Gobierno de los Estados miembros del Consejo de Europa,

Persuadidos de que la diversidad de tradiciones y de culturas es, des​de hace siglos, una de las riquezas de Europa y de que el principio de tolerancia es la garantía del mantenimiento en Europa de una sociedad abierta y respetuosa con la diversidad cultural, a la cual nos sentimos vinculados;

Convencidos de que la realización de una sociedad democrática y pluralista, respetuosa de la igual dignidad de todos los seres humanos sigue siendo uno de los objetivos principales de la construcción euro​pea;

Alarmados por el resurgir actual de fenómenos de racismo, xenofo​bia y antisemitismo, por el desarrollo de un clima de intolerancia, la mul​tiplicación de actos de violencia, especialmente respecto a los migran​tes y personas procedentes de la inmigración, los tratos degradantes y prácticas discriminatorias que los acompañan;

Alarmados también por el resurgir de nacionalismos agresivos y de etnocentrisrnos que son nuevas expresiones de xenofobia;

Inquietos por el deterioro de las condiciones económicas que ame​naza la cohesión de las sociedades europeas generando formas de ex​clusión susceptibles de favorecer las tensiones sociales y las actuacio​nes xenófobas;

Persuadidos de que estos fenómenos de intolerancia amenazan a las sociedades democráticas y sus valores fundamentales y minan las ba​ses de la construcción europea;

Confirmando la Declaración del 14 de mayo de 1981 del Comité de Ministros por la cual éste ya había condenado solemnemente todas las formas de intolerancia, así como los actos de violencia que engendran;
Reafirmando los valores de solidaridad que han de inspirar a todos los miembros de la sociedad para reducir la marginación y exclusión social;

Convencidos, además, de que e1 futuro de Europa exige de las per​sonas y de los grupos, por encima de la tolerancia, una voluntad de ac​tuar juntos combinando sus diversas aportaciones,

--- Condenamos de la forma más firme el racismo en todas sus for​mas, la xenofobia, el antisemitismo, así como la intolerancia y todas las formas de discriminación religiosa;

— Animamos a los Estados miembros a continuar los esfuerzos ya emprendidos con vistas a eliminar estos fenómenos y nos comprome​temos a reforzar las leyes nacionales y los instrumentos internaciona​les, así como a adoptar medidas adecuadas en el plano nacional y eu​ropeo;

-- Nos comprometemos a actuar contra todas las ideologías, políti​cas y prácticas que incitan al odio racial, a la violencia y a la discrimi​nación, así como contra todo acto o lenguaje que refuerce los temores y tensiones entre grupos de diferente adscripción racial, étnica, nacio​nal, religiosa o social;

--- Hacemos un llamamiento urgente a los pueblos, grupos, ciudada​nos europeos, y especialmente a los jóvenes, para que se comprometan resueltamente en la lucha contra todas las formas de intolerancia y para que participen activamente en la construcción de una sociedad europea democrática, tolerante y solidaria sobre la base de valores comunes.

A este efecto encargamos al Comité de Ministros que desarrolle y ponga en práctica en los plazos más breves posibles el plan de acción que sigue y que movilice los recursos económicos necesarios.

PLAN DE ACCIÓN

1.Lanzamiento de una amplia campaña europea de juventud para movilizar a la opinión pública en favor de una sociedad de tolerancia, fundada en la igual dignidad de todos los miembros y contra las mani​festaciones de racismo, xenofobia, antisemitismo e intolerancia.

Esta campaña, coordinada por el Consejo de Europa en colabora​ción con las organizaciones europeas de juventud, tendrá una dimen​sión nacional y local mediante la formación de comités nacionales.

Intentará especialmente estimular proyectos pilotos que impliquen a todos los sectores de la sociedad.

2. Invitación a los Estados miembros a que refuercen las garantías contra todas las formas de discriminación por raza, origen nacional o étnico o religión; y a que para ello:

—examinen sin tardanza su legislación y reglamentación con vis​tas e eliminar las disposiciones susceptibles de engendrar discrimina​ciones fundadas en uno de estos motivos o de mantener los prejuicios;

—
aseguren la puesta en práctica real de legislaciones para com​batir el racismo y la discriminación;

—
refuercen y pongan en práctica medidas de prevención para com​batir el racismo, la xenofobia, el antisemitismo y la intolerancia, con​cediendo una especial atención a las medidas para reforzar la toma de conciencia de estos fenómenos y para restablecer la confianza.

3.
Creación de un comité de expertos gubernamentales con el man​dato de:

—
estudiar las legislaciones, políticas y demás medidas tomadas por los Estados miembros para combatir el racismo> la xenofobia, el anti​semitismo y la intolerancia, así como su eficacia;

—
fomentar la acción en esta materia en los niveles local, nacional y europeo;

--- formular recomendaciones de política general para los Estados miembros;

—
estudiar los instrumentos jurídicos internacionales aplicables en esta materia, con vista a su reforzamiento si fuere necesario.

El comité de expertos informará regularmente al Comité de Minis​tros, el cual solicitará los pareceres de los respectivos Comités Directivos.

El Comité de Ministros deberá decidir las modalidades comple​mentarias para el funcionamiento de este nuevo mecanismo.

4.Refuerzo de la comprensión mutua y de la confianza entre los pueblos por medio de programas de cooperación y asistencia del Con​sejo de Europa. Los trabajos en este campo deberán versar en particu​lar sobre:

—el estudio de las causas profundas de la intolerancia y de los re​medios, especialmente con la organización de un seminario y el apoyo a programas de investigación:

--- el desarrollo de la educación en los campos de los derechos hu​manos y del respeto a las diversidades culturales;

— refuerzo de los programas para eliminar los prejuicios en la en​señanza de la historia, poniendo de relieve las mutuas influencias po​sitivas entre diferentes países, religiones e ideas en el desarrollo histó​rico de Europa;

— el fomento de la cooperación transfronteriza entre colectivida​des locales, a fin de reforzar la confianza;

—la intensificación del trabajo de cooperación en los campos de las relaciones intercomunitarias y de la igualdad de oportunidades;

— el desarrollo de políticas de lucha contra la exclusión social y la gran pobreza.

5. Petición a los profesionales de los medios de comunicación para que

presenten sus reportajes y comentarios sobre los actos de racismo e 

intolerancia de forma objetiva y responsable y prosigan la elaboración

de códigos de deontología profesional que reflejen estas exigencias.

En la ejecución de este Plan el Consejo de Europa tendrá debida​mente en cuenta los trabajos de la UNESCO en el campo de la toleran​cia, en especial la preparación de un «Año de la tolerancia» en 1995.

Un primer informe sobre la puesta en práctica del plan de acción será presentado al Comité de Ministros en su 94.ª reunión en mayo de 1994.

VI          ASAMBLEA PARLAMENTARIA                              

    DEL CONSEJO DE EUROPA

ASAMBLEA PARLAMENTARIA DEL CONSEJO DE EUROPA

Cuarenta y cuatro sesión ordinaria

RECOMENDACIÓN 1222 (1993)

Relativa a la lucha contra El racismo, la xenofobia y la intoleran​cia

1.
La Asamblea está profundamente alarmada por el resur​gimiento del racismo, la xenofobia y la intolerancia en toda Europa.


2.
Condena enérgicamente los actos de violencia que han resulta​do de ello y que se han cometido en varios Estados miembros del Con​sejo de Europa.

3.
La Asamblea está animada por la reacción masiva de la opinión pública en muchos Estados miembros en favor de la aceptación y el res​peto de las diferentes culturas existentes en Europa.

4.
La Asamblea destaca que es importante atacar las causas pro​fundas del racismo, la xenofobia y la intolerancia y aplicar los instru​mentos jurídicos nacionales e internacionales existentes para combatir estos fenómenos.

5.
La acción de los poderes nacionales, regionales y locales, así como la de las organizaciones no gubernamentales debe incluir la pre​vención por medio de la educación, la ayuda a las víctimas, la protec​ción y promoción de la diversidad cultural (como ya se ha dicho en la Recomendación 1206 (1993) sobre la integración de los migrantes y las relaciones intercomunitarias).

6.
La Asamblea destaca el papel que podrían desempeñar los jó​venes y se felicita, por tanto, de la mesa redonda organizada por su Co​misión de Cultura y Educación en julio de 1993 entre parlamentarios y representantes de la juventud sobre «estrategias para combatir la xe​nofobia».
         7 La Asamblea destaca el papel esencial que los medios de 

          co​municación pueden desempeñar para presentar una sociedad   

          abierta y tolerante y para oponerse a los prejuicios y al odio. Por  

 consiguiente les invita a informar objetivamente a la opinión pública

          de los peligros del racismo, la xenofobia y la intolerancia.

          8. Pide a la industria de la publicidad que no incluya «spots» 

            pu​blicitarios en películas y/o en producciones de televisión que 

            fomenten la violencia, brutalidad y racismo.

         9. En algunos Estados miembros la opinión pública parecía creer            

          que  la carga que proviene de la convención de Ginebra de 1951 

           sobre el  estatuto de los refugiados no es compartida 

          equitativamente por todos los países europeos. Esta idea 

          contribuye al aumento de  sentimientos xenófobos y racistas.

        10. La Asamblea acoge con satisfacción las sugerencias del 

          Comité de Ministros para que la próxima Cumbre de Jefes de 

          Estado y de  Gobierno, que ha de celebrarse en Viena los días 8 y 

         9 de octubre de  1993, desemboque en un plan de acción del    

         Consejo de Europeo  contra el ra​cismo, la xenofobia y la 

          intolerancia.

11. La Asamblea recomienda al Comité de Ministros que 

intro​duzca en el proyecto de plan de acción que será estudiado en la próxi​ma Cumbre los elementos siguientes:

i)
una campaña europea de juventud que permita unir a los jóvenes de Europa en un combate común por los valores euro​peos;

ii)
un estudio interdisciplinar comparado en todos los Estados miembros del Consejo de Europa sobre las causas profundas del ra​cismo, la xenofobia y otros fenómenos de intolerancia y exclusión y sobre las medidas tomadas a escala nacional a fin de trazar líne​as directrices y principios comunes para una estrategia a nivel eu​ropeo;

iii)
la creación de un grupo independiente de expertos se encargaría de:

a)
vigilar el respeto de las obligaciones jurídicas internacionales de los Estados miembros,

b)
intercambiar informaciones y estimular la acción a escala na​cional, regional y local, estudiar las comunicaciones que le remitirían las organizaciones no gubernamentales,

c)
informar regularmente al Comité de Ministros que transmiti​ría este informe a la Asamblea

iv)
la creación, en estrecha cooperación con el Alto Comisariado de las Naciones Unidas para los Refugiados de una comisión o de un foro europeo de refugiados, encargado de promover las políticas y me​didas adecuadas para mejorar la necesaria solidaridad entre los Estados miembros, al asumir las consecuencias de la acogida de refugiados y solicitantes de asilo;




V)una decisión de volver a estudiar urgentemente la 


 cuestión de los posibles obstáculos para la adquisición de la nacionalidad, con vis​tas a facilitar la integración de los migrantes, si, conforme a la legisla​ción nacional del país de acogida, reúnen las condiciones para esta ad​quisición;



   vi) medidas específicas para garantizar la eficaz 

                 difusión y pues​ta en práctica del plan y de sus             

                  objetivos:

12. La Asamblea recomienda también al Comité de Ministros 


que invite a los Estados miembros del Consejo de Europa a:

           i)iniciar o reforzar con toda urgencia una política activa de 

           edu​cación y juventud que ponga el acento en la lucha contra                

            las actitudes intolerantes, racistas y xenófobas; debería   

           concederse  especial atención ala enseñanza de los 

           derechos humanos y de  las lenguas;

ii)apoyar y financiar las actividades de las organizaciones no 

gu​bernamentales en el campo de la promoción de la tolerancia y, en su caso, a iniciar actividades como la creación de centros multiculturales, cursos de lenguas para la población inmigrada o de formación para jó​venes responsables, así como la organización de viajes multiétnicos u otros intercambios culturales;

      iii)crear a nivel nacional organismos de promoción de la 

      tole​rancia encargados de favorecer el diálogo entre los 

      jóvenes proceden​tes de comunidades inmigradas y 

      autóctonos y a asesorar a los gobiernos sobre la orientación 

      de sus políticas de promoción de la tolerancia;

     iv)ratificar el Convenio Internacional de las Naciones Unidas 

      so​bre eliminación de todas las formas de discriminación 

      racial y aceptar el procedimiento de solictud previsto en su     

       artículo 14;


v) ratificar el Pacto Internacional sobre derechos civiles y              

       políticos, así como su protocolo facultativo que crea un

        comité autorizado a estudiar las denuncias de particulares;

       vi) dar a conocer entre los juristas interesados y las

        organizacio​nes de apoyo a los inmigrados las disposiciones                  

       del  Convenio Interna​cional de las Naciones Unidas sobre 

       eliminación de todas las formas de discriminación racial, 

      del Pacto Internacional sobre derechos civiles y políticos y  

      del Convenio de Salvaguardia de los Derechos Humanos y 

       Libertades Fundamentales del Consejo de Europa;

      vii) legislar conforme a los principios y líneas directrices que        

       ha  de establecer el Consejo de Europa para sancionar 

       penalmente a los au​tores de propósitos o actos racistas,

       xenófobos y antisemitas, así como de cualquier acción      

      discriminatoria de este tipo cometida por las auto​ridades  

      públicas.

13. La Asamblea recomienda al Comité de Ministros que invi​te a los Estados miembros a que promuevan en los medios de co​municación una campaña activa contra las actitudes racistas o xenófobas.​

        14.La Asamblea recomienda también al Comité de Ministros que        

        invite a los Estados miembros del Consejo de Europa, así como a  

        las autoridades regionales y locales, a que concedan prioridad a 

        los medios para luchar contra el racismo y la xenofobia.
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